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EDITORIAL  

Respetables lectores: 

En este número nos permitimos compartirles tres artículos; el 
primero de ellos titulado “SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN JURIS-
PRUDENCIAL SOBRE LA SANCIÓN POR NO INFORMAR EN EL 
RÉGIMEN SANCIONATORIO TRIBUTARIO COLOMBIANO”, cuya 
autoría corresponde a la Licenciada María Magaly Santos Muri-
llo, Relatora de la Sección Cuarta del Consejo de Estado de Co-
lombia, en el cual nos presenta el marco conceptual, normativo 
y jurisprudencial constitutivo de las pautas de decisión que ac-
tualmente aplica la Sección Cuarta del Consejo de Estado de 
Colombia, al resolver los asuntos sometidos a su consideración, 
emitiendo sentencias de unificación evitando así la emisión de 
criterios contradictorios, en este caso, en relación con el régi-
men sancionador en materia tributaria.  

El segundo de los artículos en comento, lleva por título: “SANA 
CRÍTICA RACIONAL”, de la autoría de los Maestros Selena Salas 
Aguilar y Harold Quesada Hernández, en el cual nos presentan 
un análisis de la sana crítica racional, enfatizando las reglas que 
debe seguir el juzgador al emplear este sistema de valoración 
de pruebas, con el cual, en opinión de los autores se obliga al 
juzgador y a las partes formular argumentos, a través del uso 
correcto del lenguaje; quedando manifiesta la importancia de 
evitar el empleo de falacias. 

Por otra parte, en este número me permito compartir el artículo 
denominado ¿LA NEGATIVA LISA Y LLANA SE CONVIRTIÓ EN 
UN LUGAR COMÚN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO FEDERAL? de mi autoría, en el cual analizaremos como 
dentro del citado juicio, la recurrente invocación de la negativa 
lisa y llana, en la mayoría de los caso se realiza sin atender, a su 
finalidad y sus implicaciones, lo cual podría afectar el equilibrio 
procesal y las defensas de cada una de las partes en el juicio de 
que se trate. 

Esperamos sean de su agrado. 

Mag. Dra. Nora Elizabeth Urby Genel  
Secretaria Ejecutiva  

Junio 2021 
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En ejercicio de las atribuciones que el numeral 1 del artículo 237 de 
la Constitución Política de Colombia le confiere al Consejo de Esta-
do como tribunal supremo de la Jurisdicción de lo Contencioso Ad-
ministrativo, le corresponde, entre otras, la facultad de unificar juris-
prudencia.  

Aunque en vigencia del Código Contencioso Administrativo 
(Decreto 01 de 1984), las diferentes Secciones del Consejo de Esta-
do1 unificaban jurisprudencia ante la existencia de temáticas o pro-
blemas jurídicos que así lo ameritaran, fue con la expedición de la 
Ley 1437 de 2011, derogatoria del Decreto 01 de 1984 y por la cual 
se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo (CPACA), que se consagró legalmente la 
facultad de dictar sentencias de unificación jurisprudencial en el 
ámbito de lo contencioso administrativo. 

Según el artículo 270 de la Ley 1437 de 20112, tienen el carácter de 
sentencias de unificación jurisprudencial «las que profiera o haya 
proferido el Consejo de Estado por importancia jurídica o trascen-
dencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar ju-
risprudencia o precisar su alcance o resolver las divergencias en su 
interpretación y aplicación; las proferidas al decidir los recursos ex-
traordinarios y las relativas al mecanismo eventual de revisión3 pre-
visto en el artículo 36A de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Ad-
ministración de Justicia), adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 
de 2009.  

El artículo 271 de la Ley 14374 establece que, «Por razones de im-
portancia jurídica, trascendencia económica o social o necesidad de 
sentar jurisprudencia o precisar su alcance o resolver las divergen-
cias en su interpretación y aplicación que ameriten la expedición de 
una sentencia o auto de unificación jurisprudencial, el Consejo de 
Estado podrá asumir conocimiento de los asuntos pendientes de 
fallo o de decisión interlocutoria. Dicho conocimiento podrá asumir-
se de oficio; por remisión de las secciones o subsecciones del Con-
sejo de Estado, o de los tribunales; a solicitud de parte, o por solici-
tud de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado o del Mi-
nisterio Público. (…)».  

Al distinguir los conceptos de «sentar» y «unificar» jurisprudencia, la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado 
precisó que «La primera hipótesis apareja la novedad del asunto a 
discutir o, por lo menos, la inexistencia de un pronunciamiento previo  
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Egresada de la Facultad de 
Derecho de la Universidad 
Santo Tomás. Obtuvo el título 
de Abogada. 

Entre sus estudios cuenta con 
post-grados en las áreas de 
Derecho Administrativo y De-
recho Sustantivo y Contencio-
so Constitucional, en los cua-
les obtuvo los títulos de espe-
cialista de las Universidades 
Santo Tomás (1999) y Pontifi-
cia Universidad Javeriana 
(2016), respectivamente. 

Desde el año de 1998 ha 
desempeñado diversos car-
gos en las Secciones Primera 
y Cuarta del Consejo de Esta-
do, entre ellos, el de Magis-
trada Auxiliar durante los años 
2015 y 2016. 

Actualmente ejerce en carre-
ra judicial el cargo de Relatora 
de la Sección Cuarta en pro-
piedad. 

1.. El Consejo de Estado está integrado por cinco Secciones y por la Sala de Consulta y Servi-
cio Civil, cuyas competencias al interior de la Corporación se encuentran previstas en el Re-
glamento Interno expedido por la Sala Plena de la corporación (Acuerdo 080 de 2019 – artícu-
los 11, 13 y 14).  
2. Como quedó modificado por el artículo 78 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
3. De las sentencias dictadas dentro de los medios de control relacionados con las acciones 
populares y de grupo. 
4. Como quedó modificado por el artículo 79 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 



 

 

por parte del órgano de cierre; mientras que la segunda, en cambio, 
tiene como presupuesto la existencia de pronunciamientos que en-
cierran posiciones divergentes sobre un mismo tema, que ameritan 
una decisión que zanje las diferencias existentes en aras de dar 
coherencia a la jurisprudencia y garantizar la igualdad y la seguridad 
jurídica en las sucesivas decisiones judiciales».5  

Por su parte, para la doctrina, «sentar» jurisprudencia constituye una 
«atribución que no se encontraba en el anterior código, y tiene como 
finalidad anticipar los pronunciamientos judiciales en temas sobre 
los cuales no haya jurisprudencia del Consejo de Estado»6. 

Dentro de este contexto, la Sección Cuarta del Consejo de Estado, 
encargada de definir en última instancia los diferentes medios de 
control relacionados con asuntos de carácter tributario o fiscal a ni-
vel nacional que, de acuerdo con la distribución de los asuntos pre-
vista en la Ley 1437 de 2011 y el Reglamento Interno de la Corpora-
ción (Acuerdo 080 de 2019, artículos 13 y 14), le competen, ha profe-
rido distintas sentencias de unificación jurisprudencial sobre la mate-
ria. 

Para los fines de esta exposición, nos referiremos a las sentencias de 
unificación relacionadas con la sanción por no informar, prevista en 
el artículo 651 del Estatuto Tributario (en adelante ET), según el cual, 
incurren en el tipo infractor «las personas y entidades obligadas a 
suministrar información tributaria así como aquellas a quienes se les 
haya solicitado informaciones o pruebas, que no la suministren den-
tro del plazo establecido para ello o cuyo contenido presente erro-
res o no corresponda a lo solicitado […]»  

Concretamente, en sentencia del 14 de noviembre de 20197, la Sec-
ción Cuarta unificó la jurisprudencia sobre la determinación e imposi-
ción de la referida sanción, en relación con conductas ocurridas an-
tes del 29 de diciembre de 2016, fecha de entrada en vigencia de la  
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5. Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, providencia del 30 de 
agosto de 2016, radicación 2014-00130-00, reiterada en auto del 9 de mayo de 2017, radica-
ción 2016-00025-00, Consejera Ponente Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez.. 
6. ARBOLEDA Perdomo Enrique José, Comentarios al Nuevo Código de Procedimiento Admi-
nistrativo y de lo Contencioso Administrativo, Editorial Legis, págs. 110-11.. 
7. Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia de unificación 2019CE-SUJ-4-010, radicación 
52001-33-31-004-2011-00617-01(22185), Consejero Ponente Julio Roberto Piza Rodríguez.  
 



 

 

Ley 1819 de 20168, cuyo artículo 289 modificó la redacción del ar-
tículo 651 del ET. 

Fundada en el volumen de litigios atinentes al ejercicio de la potes-
tad sancionadora del Estado frente a las infracciones al deber de 
informar en medios magnéticos, sucedidas con anterioridad a la 
modificación introducida por la Ley 1819 de 2016, la Sala estimó ne-
cesario sentar y unificar las reglas de decisión sobre el inicio del tér-
mino para notificar el pliego de cargos cuando la sanción se impone 
mediante resolución independiente, al momento en el que se en-
tiende materializada o cometida la infracción sancionable, al valor 
probatorio de las declaraciones tributarias como medio para acredi-
tar la sujeción al deber formal de informar en medios magnéticos, a 
la base para calcular la sanción cuando la información asociada a la 
conducta infractora carezca de cuantía o sea imposible establecer-
la, así como a su graduación o dosificación.  

En lo que tiene que ver con el inicio del término para notificar el 
pliego de cargos cuando la sanción se impone mediante resolución 
independiente y al momento en el que se entiende materializada o 
cometida la infracción sancionable fijó como regla de unificación, 
que el término comienza a correr desde el día en que se presentó o 
se debió presentar la declaración del impuesto sobre la renta o de 
ingresos y patrimonio correspondiente al año gravable en el que se 
cometió la infracción; para lo cual se entiende que esta se cometió 
el día en que venció el plazo para suministrar la información sin que 
así ocurriera, o en el que se entregó la información de manera in-
completa o con errores técnicos o de contenido.  

Para el efecto, indicó que, con el objeto de identificar las reglas que 
rigen el término de caducidad de la actuación sancionadora tributa-
ria, correspondía primero señalar que las infracciones al deber de 
informar pueden ocurrir, bien en el marco de un procedimiento de 
fiscalización específico, ej. en los eventos en que se omite respon-
der un requerimiento ordinario de información dentro del procedi-
miento de revisión de una declaración presentada por el administra-
do, o al margen de las concretas actuaciones inspectoras de la Ad-
ministración seguidas contra aquel a quien se le requiere la infor-
mación, que es lo que sucede con el deber de reportar información 
en medios magnéticos.  

En el primer caso (i.e. cuando se incurre en infracciones dentro de 
un procedimiento de fiscalización tributaria), el artículo 637 del ET 
dispone dos vías procedimentales para imponer la  sanc ión :  

4 

 

 

ASOCIACIÓN IBEROAMERICANA DE TRIBUNALES DE JUSTICIA FISCAL O ADMINISTRATIVA 

 

 
 

SENTENCIAS DE UNIFI-
CACIÓN JURISPRUDEN-
CIAL SOBRE LA SANCIÓN 
POR NO INFORMAR EN EL 
RÉGIMEN SANCIONATO-
RIO TRIBUTARIO COLOM-
BIANO  

 

 

8.“Por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, se fortalecen los meca-
nismos para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se dictan otras disposiciones”.  



 

 

(i) a través de la liquidación oficial que se esté en curso de proferir; o 
(ii) mediante una resolución independiente. De conformidad con el 
artículo 638 del ET, si la potestad sancionadora se ejerciera en el ac-
to de liquidación, los términos de caducidad a los que estaría sujeta 
la actuación de la Administración serían los establecidos para profe-
rir cada clase de liquidación oficial (artículos 683 a 719); mientras que, 
en los eventos en que la sanción se imponga mediante resolución 
independiente, la facultad para proferir el pliego de cargos fenecerá, 
según el mismo artículo 638, «dentro de los dos años siguientes a la 
fecha en que se presentó la declaración del impuesto sobre la renta 
y complementarios o de ingresos y patrimonio, del periodo durante 
el cual ocurrió la irregularidad sancionable».  

De ese modo el ordenamiento tributario regula la institución de la 
caducidad de las potestades sancionadoras de la Administración, 
pese a que en el propio texto del artículo 638 del ET la denomina 
«prescripción» de la «facultad» para imponer sanciones. Lo que allí 
se regula, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Políti-
ca, no es un modo de extinción de acciones o derechos, sino el tér-
mino con el que cuenta la autoridad para adelantar las actuaciones a 
través de las cuales puede ejercer válidamente la potestad sancio-
nadora de la que está investida, en consonancia con el principio de 
seguridad jurídica que le asiste a los administrados. 

En torno a la caducidad de la potestad sancionadora, cuando se 
ejerce mediante resolución independiente, la Sección ha planteado 
diversas posiciones.  

Dada la evolución de tales criterios, se precisó que, tratándose de 
infracciones al deber de informar, el término de caducidad para noti-
ficar el pliego de cargos comienza a contabilizarse desde la fecha en 
que el presunto infractor presentó, o debió presentar, la declaración 
del impuesto sobre la renta o de ingresos y patrimonio correspon-
diente al periodo gravable en el que venció el plazo fijado para apor-
tar la información en cuestión. Lo anterior, porque, como se indicó, el 
artículo 638 del ET ata el dies a quo a la presentación de «la decla-
ración de renta y complementarios o de ingresos y patrimonio, del 
periodo durante el cual ocurrió la irregularidad sancionable», con lo 
cual lo determinante es identificar la fecha en que se cometió la in-
fracción, la que se materializa el día en que concluye el plazo dentro  

5 

SENTENCIAS DE UNIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL SOBRE LA SANCIÓN POR NO INFOR-
MAR EN EL RÉGIMEN SANCIONATORIO TRIBUTARIO COLOMBIANO 

BOLETÍN A.I.T.F.A. 



 

 

del que se debía aportar la información o en el que se entregó la 
información de manera incompleta o con errores técnicos o de con-
tenido.  

Ahora bien¸ en lo que respecta al valor probatorio de las declaracio-
nes tributarias como medio para acreditar la sujeción al deber de 
informar en medios magnéticos, la Sala consideró que la demostra-
ción relativa a estar por fuera del supuesto de hecho previsto en la 
disposición que regula tal deber se enmarca en la regla general de 
libertad probatoria consagrada en el artículo 175, inciso 1.º, del Códi-
go de Procedimiento Civil (CPC, Decreto 1400 de 1970), hoy recogi-
do por el artículo 165 del Código General del Proceso (CGP, Ley 
1564 de 2012), por lo que, en consecuencia, la eficacia de los me-
dios probatorios aportados para ese fin dependerá «de [su] mayor o 
menor conexión con el hecho que trata de probarse» (artículo 743 
del ET). 

Bajo esa perspectiva, indicó que la declaración del impuesto sobre 
la renta del periodo inmediatamente anterior a aquel por el cual se 
tendría que reportar la información no es el único medio probatorio 
conducente para determinar el sometimiento al referido deber for-
mal y que, por ende, tanto la Administración como los obligados 
tributarios pueden controvertir los hechos económicos reflejados en 
el denuncio rentístico y que la existencia de la declaración tributaria 
no impide que las partes acrediten con mayor grado de certeza los 
hechos que alegan en su favor (artículo 177 del CPC, concordante 
con el actual artículo 167 del CGP). 

La Sala concluyó que las posturas adoptadas por la Sección frente 
al valor probatorio de las declaraciones no se contraponían, pues 
todas partían del supuesto de que los hechos registrados en las au-
toliquidaciones se podían desvirtuar a través de otros medios de 
prueba.  

En ese orden de ideas, estableció, como regla de unificación juris-
prudencial, que las autoliquidaciones tributarias tienen mérito pro-
batorio para determinar la sujeción al deber formal en mención, sin 
perjuicio de que lo denunciado en esas declaraciones se pueda 
desvirtuar con otros medios de prueba. 

En lo atinente a la base para calcular la sanción cuando la informa-
ción asociada a la conducta infractora carezca de cuantía o sea im-
posible establecerla, la Sala precisó que antes de la modificación 
efectuada por el artículo 289 de la Ley 1819 de 2016, el artículo 651 
del ET no fijaba sanciones diferentes para los distintos incumpli-
mientos del deber de informar. De esa disposición se extraían dos 
reglas para determinar la base de cálculo de la sanción procedente, 
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en función de los montos relacionados con los datos sobre los que 
recayera la infracción: una para los casos en los que se estableciera 
que esos datos estuvieran asociados a una cuantía; y, otra, para 
cuando se tratara de datos sin cuantía, bien porque no la tuvieran o 
porque no fuera posible determinarla.  

La segunda de esas reglas tiene carácter supletivo, de modo que 
cuando se determine que se incumplió el deber de informar, pero 
los medios de prueba existentes no permitan establecer la cuantía 
de los datos afectados por la infracción, corresponde tener como 
base de cálculo de la sanción los ingresos netos del obligado o, a 
falta de ellos, el patrimonio bruto registrado en la declaración del 
impuesto sobre la renta del año inmediatamente anterior o, en su 
defecto, de la última presentada. 

La Sala explicó que, con miras a aplicar la regla supletiva, resulta re-
levante precisar a qué periodos corresponden los «ingresos netos» 
y el «patrimonio bruto» que se tomarían como base para el cálculo 
de la multa. En el caso de los ingresos netos, la norma no especifica 
el periodo al que corresponderían porque de manera implícita están 
asociados a un periodo: aquel al que atañe la información a reportar, 
pues la disposición gira en torno a la información relativa a un perio-
do. De modo que no se tomarían como base supletiva ni los ingresos 
correspondientes a la anualidad en la que se cometió la infracción, ni 
los de la aquella en la que la Administración ejerció su potestad san-
cionadora, sino los del año al que se refiere la información que se 
tendría que haber aportado de manera completa, correcta y oportu-
na. Sobre el patrimonio bruto, en cambio, la norma sí indica que es el 
que corresponde a la anualidad previa a la que se acaba de precisar; 
de suerte que sería el patrimonio bruto con el cual inicia la anualidad 
respecto de la cual el infractor no aportó de manera completa y/o 
correcta la información exigida. 

Señaló que las anteriores precisiones encuentran apoyo en los crite-
rios interpretativos propios del derecho punitivo, toda vez que, al 
amparo del principio de legalidad, tanto la consecuencia punitiva 
como los elementos necesarios para su determinación deben pre-
existir al momento de la comisión de la conducta infractora. En con-
secuencia, la base para el cálculo de la sanción no puede estar con-
formada por los ingresos del año en que se comete la conducta  
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ilícita, ni por los obtenidos en ulteriores años, porque, al ser datos 
posteriores a la ocurrencia de la conducta, no le brindan al infractor 
certeza sobre los elementos que componen la consecuencia puniti-
va de su actuación.  

A la luz de los planteamientos precedentes, la Sala estableció la 
siguiente regla de decisión sobre el cálculo de la sanción por infrin-
gir el deber de informar, en aplicación de las bases supletorias pre-
vistas en el artículo 651 del ET: Cuando la información asociada a la 
conducta infractora carezca de cuantía o sea imposible establecer-
la, se calculará la multa tomando como base los ingresos netos del 
periodo al que corresponda la información requerida. A falta de in-
gresos netos, se tasará sobre el patrimonio bruto poseído en el año 
anterior a aquel al que corresponda la información requerida.  

Finalmente, en cuanto a la graduación de la sanción por incumpli-
mientos al deber de informar, destacó que el artículo 651 del ET (en 
la versión vigente para la época de los hechos enjuiciados, i.e. 2007) 
establecía una fórmula abierta que imponía al operador jurídico la 
tarea de tasar la multa, atendiendo a las garantías constitucionales 
dentro de las cuales el Estado debe ejercer sus potestades puniti-
vas, de suerte que la imposición de la aludida sanción se tiene que 
graduar según la magnitud del daño producido por la conducta, im-
perativo constitucional reconocido y afirmado por la Sección en nu-
merosas sentencias. 

De acuerdo con esa jurisprudencia, las expresiones «hasta el 5%» y 
«hasta el 0.5%», contenidas en el artículo 651 del ET, le otorgan a la 
Administración un margen para graduar la sanción por no informar; 
pero «esta facultad no puede ser utilizada de forma arbitraria», sino 
que le corresponde al funcionario fundamentar su decisión con ar-
gumentos que deben atender a los criterios de justicia, razonabili-
dad y proporcionalidad de la sanción. Así, aunque las infracciones al 
deber de informar potencialmente afectan la gestión administrativa 
tributaria que debe adelantar la autoridad, la jurisprudencia ha pre-
cisado que tales omisiones no ameritan la misma consecuencia pu-
nitiva en todos los casos (sentencia del 03 de junio de 2015, exp. 
20476, CP: Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez). 

La consideración de la oportunidad con la que se cumple el deber 
de informar permite evidenciar la actitud de colaboración o de auto-
regularización del obligado tributario para brindarle a la autoridad 
tributaria la información que precisa para que ejerza sus funciones 
dirigidas a «velar por la estricta recaudación y administración de las 
rentas y caudales públicos» (ordinal 20 del artículo 189 constitucional).  
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De ahí que, al resolver casos concretos, la jurisprudencia haya gra-
duado la multa dentro del marco previsto en el artículo 651 del ET, 
aplicando distintos porcentajes sobre la base de cálculo de la san-
ción, en función del momento en el que el infractor aporte la infor-
mación debida, así como con sustento en los criterios de reinciden-
cia de la conducta contenidos en los ordinales 3.º y 4.º del artículo 
640 del ET, según fue modificado por el artículo 282 de la Ley 1819 
de 2016, que también son aplicables a conductas infractoras anterio-
res a la promulgación de esta última ley -por ser favorables a los in-
fractores-, disposición que está dotada de efectos retroactivos por 
mandato expreso del artículo 29 de la Constitución (sentencia del 27 
de junio de 2019, exp. 22421, CP: Julio Roberto Piza Rodríguez). 

Con todo, la Sala aclaró que, al tenor de dicha norma constitucional, 
las modificaciones que introdujo el artículo 289 de la Ley 1819 de 
2016 al artículo 651 del ET, por el cual se indicaron expresamente 
porcentajes sancionadores por infracciones al deber de informar, 
solo son aplicables a conductas infractoras ocurridas con posteriori-
dad al 29 de diciembre de 2016, fecha de promulgación de la ley, 
porque se trata de sanciones que resultan ser más gravosas que las 
que regían de acuerdo con la disposición anterior. Por ello, estable-
ció que la regla jurisprudencial de unificación sería aplicable a todas 
las conductas infractoras previas a la entrada en vigencia de la Ley 
1819 de 2016.  

En suma, como reglas jurisprudenciales unificadas, se fijaron las si-
guientes: 

Para las infracciones respecto de las cuales se determine la cuantía 
de la información no suministrada, suministrada extemporáneamen-
te o suministrada con errores, la sanción imponible se graduará así:  

(i) El 0,5% de la cuantía de la información afectada por la infracción, 
cuando la información se entregue extemporáneamente o se corri-
jan los errores antes de que se notifique el pliego de cargos.  

(ii) El 1%, cuando la información se suministre o se corrijan los errores 
antes de que se notifique la resolución sancionadora.  

(iii) El 3%, cuando la información se suministre o se corrijan los erro-
res en el término previsto para interponer recurso de reconsidera-
ción en contra de la resolución que impone la sanción.  
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(iv) El 5%, cuando la información se suministre o se corrijan los errores des-
pués de vencidos los plazos para formular el recurso de reconsideración.  

(v) El 5%, cuando en definitiva no se regularice la conducta infractora.  

Correlativamente, cuando los datos afectados carezcan de cuantía o esta no 
se haya podido establecer, la sanción se graduará sobre los ingresos netos 
del periodo, y a falta de estos del patrimonio bruto del periodo anterior, así: 

(i) El 0,05%, cuando la información se entregue extemporáneamente o se co-
rrijan los errores antes de que se notifique el pliego de cargos. 

(ii) El 0,1%, cuando la información se suministre o se corrijan los errores antes 
de que se notifique la resolución sancionadora. 

(iii) El 0,3%, cuando la información se suministre o se corrijan los errores en el 
término previsto para interponer recurso de reconsideración en contra de la 
resolución que impone la sanción.  

(iv) El 0,5%, cuando la información se suministre o se corrijan los errores des-
pués de vencidos los plazos para formular el recurso de reconsideración.  

(v) El 0,5%, cuando en definitiva no se regularice la conducta infractora.  

En ambos supuestos: (i) infracciones en las que se determine la cuantía de la 
información o (ii) cuando los datos afectados carezcan de cuantía o esta no se 
haya podido establecer, la Sala precisó que para determinar la sanción, la Ad-
ministración deberá tener en cuenta, tanto los criterios de atenuación de la 
multa consagrados en los ordinales 3.º y 4.º del artículo 640 del ET (en la re-
dacción del artículo 282 de la Ley 1819 de 2016), como los supuestos de re-
ducción contenidos en el artículo 651 del ET, antes de su modificación por 
dicha ley.  

En lo atinente a la aplicación del beneficio de reducción de la sanción que, de 
acuerdo con la jurisprudencia de la Sección, presupone la correcta determi-
nación de la multa por parte de la Administración, pues no se puede calcular 
la reducción sobre la base de una sanción que contraviene el ordenamiento 
jurídico, se fijó la siguiente regla de unificación:  

Cuando la multa propuesta en el pliego de cargos haya sido liquidada por la 
Administración a partir de una base distinta a la que correspondería, el infrac-
tor puede calcular autónomamente el monto de la sanción reducida que en 
derecho corresponda, y accederá a ese beneficio, siempre que acredite la 
procedencia de los valores de la base correcta sobre la cual se deben calcu-
lar la sanción y su respectiva disminución y el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 651 del ET, antes de su modificación por la Ley 
1819 de 2016, para la reducción de la multa a imponer.  
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Posteriormente, en sentencia de 3 de septiembre de 20209, la Sec-
ción advirtió la necesidad de sentar jurisprudencia en relación con la 
coherencia que deben guardar las sanciones impuestas en liquida-
ciones oficiales de revisión con el proceso de determinación oficial 
del tributo, dada la inexistencia de pronunciamientos de la Corpora-
ción sobre el tema.  

Con el fin de definir un conflicto en el que se alegaba que no proce-
día la sanción por no informar, porque la información solicitada repo-
saba en la entidad demandada, al haberse presentado con el repor-
te de información exógena del año gravable 2010, y que las glosas 
del requerimiento especial, junto con las modificaciones de la liqui-
dación de revisión, fueron revocadas por la resolución que resolvió 
el recurso de reconsideración, se precisó que la Sección10 ha señala-
do que una es la información exógena que con fundamento en el 
artículo 631 del ET presentan las «personas o entidades, contribu-
yentes y no contribuyentes» obligadas, que contiene datos genera-
les sobre las operaciones realizadas en determinado periodo para 
estudios y cruces de información, y otra la información detallada que 
la Administración solicita en ejercicio de sus facultades de fiscaliza-
ción (art. 684 ET) «para asegurar el efectivo cumplimiento de las nor-
mas sustanciales», que incluye «d.- Exigir del contribuyente o de 
terceros la presentación de documentos que registren sus operacio-
nes».  

En ese sentido, la Sala concluyó que sí procedía la sanción por no 
informar establecida en el artículo 651 del Estatuto Tributario, por-
que la parte demandante no presentó la información detallada soli-
citada en el requerimiento ordinario de información, ni tampoco sub-
sanó dicha omisión. Y, reiteró, que la revocatoria de las glosas y mo-
dificaciones oficiales no conlleva la improcedencia de la sanción, 
porque, «el procedimiento de determinación oficial de un impuesto 
es independiente del sancionador, porque obedecen a hechos dife-
rentes. Mientras el primero está dirigido a determinar la realización  
y cuantificación de los hechos económicos que dan lugar al tributo  
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respectivo, el segundo impone sanciones como consecuencia de 
conductas infractoras tipificadas en la ley tributaria»11.  

No obstante la independencia que existe en los procedimientos aludidos, la 
Sala dispuso que cuando la sanción se impone en liquidación oficial se debe 
ajustar a las reglas aplicables a esta última para su procedencia. 

Conforme con el artículo 637 del ET, que prevé que «Las sanciones podrán 
imponerse mediante resolución independiente, o en las respectivas liquida-
ciones oficiales», las sanciones impuestas en resolución independiente se 
rigen por la normativa que regula el procedimiento sancionatorio, mientras las 
establecidas en «las respectivas liquidaciones oficiales»12, se deben ajustar al 
proceso de determinación.  

En este último caso, la sanción requiere la existencia de un proceso de deter-
minación que culmine con la expedición de una liquidación oficial (de revisión 
o de aforo, según el caso)13, que contenga los requisitos del artículo 712 del 
ET. 

Por ello, la Sala concluyó que las sanciones impuestas en liquidaciones oficia-
les deben guardar coherencia con el proceso de determinación, al corres-
ponder al tributo en discusión, periodo, bases de cuantificación y monto del 
gravamen cuando afecten la base de imposición, sin que pierdan indepen-
dencia, pues se originan en hechos sancionables diferentes de los que moti-
van la determinación oficial de los tributos. 

Bajo ese derrotero, estableció como reglas jurisprudenciales de unificación 
para la procedencia de las sanciones aplicadas en procesos de determina-
ción, las siguientes: i) Que, además del cumplimiento de los supuestos nor-
mativos previstos para su imposición, requieren de la expedición de una liqui-
dación oficial y, ii) Que deben coincidir con el tributo, el periodo, las bases de 
cuantificación y el monto del gravamen, cuando afecten la base para su im-
posición. Además, precisó que dichas reglas rigen para los trámites pendien-
tes de resolver en sede administrativa y judicial y que no se podrán aplicar a 
conflictos decididos con antelación.  

Para terminar, resta agregar que con la anterior reseña pretendemos que ha-
ya quedado evidenciado, de manera sucinta e ilustrativa, el marco concep-
tual, normativo y jurisprudencial constitutivo de las pautas de decisión que, en 
la actualidad y con ocasión de la expedición de las sentencias de unificación, 
aplica la Sección Cuarta del Consejo de Estado colombiano para resolver los 
asuntos sometidos a su consideración en relación con temas sancionatorios.  
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RESUMEN: en el presente trabajo se ofrece un marco teórico y juris-
prudencial de la sana crítica racional y sus reglas. Así como un breve 
esbozo de la prueba indiciaria. Finalmente se concluye con la des-
cripción de los tipos de falacias y una referencia de los temas ante-
riores en el marco de los Derechos Fundamentales 

ABSTRACT: the present work offers a theoretical and jurisprudential 
framework of logical and reasonable rules of evaluation and proce-
dure. As well as a brief sketch of the evidence test. Finally we con-
clude with the description of the types of fallacies and a reference of 
the previous subjects in the framework of Fundamental Rights 

PALABRAS CLAVE: Sana crítica racional. Experiencia. Lógica. Psicolo-
gía. Prueba indiciaria. Falacias  

KEYWORDS: Healthy rational criticism. Experience. Logic. Psychology. 
Proof of evidence. Fallacies. 

INTRODUCCION 

La historia del hombre se caracteriza por la demarcación de dos mo-
mentos: el nomadismo y el sedentarismo. Una vez que el hombre 
logra avanzar con el descubrimiento del fuego, y puede asentarse 
en lugares, por consiguiente, combinar su actividad de cazador con 
la de agricultor, que cosecha sus propios alimentos y así, menos de-
pendiente de su éxito en la caza, va estableciendo relaciones inter-
personales que comprometen su conducta y se desarrolla todo un 
complejo entramado de relaciones socio-político-comerciales. 

Posiblemente la primera manifestación probatoria, haya sido la prue-
ba confesional, como un elemento religioso de revelar las conduc-
tas perseguibles por atentar contra los valores y principios religiosos. 

De la misma forma, el desarrollo del comercio provoca el nacimien-
to en la cultura sumeria la necesidad de contar, sumar, restar, multi-
plicar, es decir, el desarrollo de operaciones matemáticas, con la 
consecuente urgencia de crear registros más o menos perdurables 
de esas relaciones “contables”, así, nace la escritura y con ella otro 
tipo de prueba diferente a la confesional y la testimonial. Una prueba 
cuya perdurabilidad e infalibilidad, supera la tradición oral.  

Pero de igual forma, se encuentran manifestaciones de contradic-
ción entre unas y otras, de forma tal que, desde que las poblaciones 
se organizan jerárquicamente, y surgen los miembros de la comunidad 
encargados de resolver los conflictos, estos se ven en la encrucijada  
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de decidir sobre el valor probatorio de los elementos sometidos a 
su consideración por las partes disidentes. 

Así, los métodos de valoración de la prueba parten de una misma 
premisa: la calificación y valoración que se les asigna a las pruebas 
ofrecidas por las partes. 

Los sistemas de valoración de la prueba tradicionales son: la prueba 
tasada, íntima convicción y libre convicción o sana crítica racional 

El presente trabajo, pretende ser una herramienta puntual sobre la 
sana crítica racional, con una descripción conceptual reforzada con 
la jurisprudencia dictada por los órganos jurisdiccionales: Sala III y 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, y la descripción 
del elenco de la clasificación de las falacias, con el siguiente esque-
ma de desarrollo: 

Sección I Fundamento Legal 

Sección II Sana Crítica  

1. Definición 

2. Normas jurídicas 

Sección III Reglas 

1. Experiencia 

a. Concepto 

b. Jurisprudencia 

2.   Conocimiento científico 

a. Concepto 

b. Jurisprudencia 

3.  Lógica  

a. Concepto 

b. Jurisprudencia 

i.  Principio de identidad 

ii. Principio de no contradicción 

iii. Principio de tercero excluido 

iv. Jurisprudencia 

c. Derivación  

i.     Concepto 

d. Jurisprudencia 
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Sección IV Prueba indiciaria  

1. Concepto 

2. Jurisprudencia 

Sección V Falacias 

1. Definición 

2. Tipos 

a. No formales 

i. Falacias de atingencia 

 Falacias de conclusión inatingente 

 Falacias personales 

a. Ofensiva 

b. Circunstancial 

 Falacias de llamado al pueblo 

 Falacias de apelación o llamado a la misericordia 

 Falacias de apelación a la autoridad o falsa autori-
dad 

 Falacias de ignorancia 

 Falacias de apelación a la fuerza 

 Falacia de petición de principio o circularidad 

 Falacia de causa falsa 

 Falacia de pregunta compleja 

ii.    Falacias de ambigüedad 

 Falacia de equívoco 

 Falacia de anfibología 

 Falacia de énfasis 

 Falacia de composición 

 Falacia de división  

b.    Formales  

CONCLUSIONES 

BIBLIOGRAFIA  
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DESARROLLO 

Sección I De los Derechos Fundamentales 

El artículo 7 de la Constitución Política establece que los tratados 
internacionales debidamente aprobados por la Asamblea Legislati-
va tienen rango superior a la ley. 

Por su parte, la reforma que se introduce a la Constitución en el año 
de 1989, que crea la Sala Constitucional (artículo 10) también refor-
ma el artículo 48, en el que se reconoce que los instrumentos inter-
nacionales relativos a derechos humanos son de aplicación obliga-
toria y por consiguiente, tienen carácter supraconstitucional, en la 
medida que ofrezcan mayor protección al individuo. 

La sentencia icónica 1739-92, es producto del análisis que la Sala 
Constitucional realizó de los instrumentos internacionales y las nor-
mas constitucionales, que regulan el debido proceso, principio que 
se compone de un conjunto de garantías para el individuo, entre 
ellas el de sentencia justa, según el cual, el debido proceso reclama 
que su conclusión por sentencia respete ciertas reglas vinculadas a 
una verdadera administración de justicia, que pueden sintetizarse 
así (ver voto 1739-92 de la Sala Constitucional): 

 Principio pro sentencia: todas las normas procesales existen y 
deben interpretarse para facilitar la administración de la justicia y 
no como obstáculos para alcanzarla. Esto obliga a considerar los 
requisitos procesales, especialmente las inadmisiones, restricti-
vamente y solo a texto expreso, por el contrario, deben interpre-
tarse extensivamente y con el mayor formalismo posible, todo 
aquello que conduzca a las decisiones de fondo en sentencia; 
además, las infracciones procesales solo deben dar lugar a nuli-
dades relativas y siempre subsanables mientras no produzcan 
indefensión. 

 Derecho a la congruencia a la sentencia: es la correlación entre 
la acusación, prueba y sentencia, en virtud de que esta tiene 
que fundamentarse en los hechos discutidos y prueba recibida 
en el proceso. Una dimensión importante del principio de con-
gruencia es, además, el de la circunstanciada motivación de la 
sentencia, señalando y justificando especialmente, los medios 
de convicción en que se sustenta y los que deshecha. 

Primeramente, el artículo 1º de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos o Pacto de San José, establece la obligación de los 
Estados parte de respetar los derechos y libertades reconocidos y a 
garantiza su pleno ejercicio.  

En el conjunto de normas internacionales, que regulan el debido 
proceso y por ende el derecho a una sentencia justa, como parte 
integral del mismo, se encuentra el artículo 8.2 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que establece:  
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“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presu-
ma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpa-
bilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en ple-
nitud de igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

[…] 

h) derecho de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior.” 

Para poder ejercer el derecho a recurrir el fallo, el afectado debe 
conocer cuáles fueron las razones de hecho y de derecho en las 
que fundamentó su decisión el juzgador. De lo contrario, no podría 
ejercer su derecho de defensa sin una adecuada fundamentación o 
razonamiento, el derecho de recurrir se convertiría en ilusorio. Como 
se ha venido anteriormente explicando, la fundamentación y valora-
ción de las pruebas en la sentencia, obligan al juzgador a aplicar las 
supracitadas reglas de la sana crítica racional. 

Esto pretende que la decisión del juzgador no sea arbitrario ni intuiti-
va, sino que se origen a partir de la valoración integral de la prueba y 
los elementos de hecho y de derecho que ha conocido en el juicio 
oral y público. 

El derecho al debido proceso y a la sentencia justa, también se re-
gula en las siguientes normas: 

 Artículos 18 y 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre 

 Artículos 2.3.a, 9.1 y 9.4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos 

 Artículos 8 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

En cuanto a la regulación constitucional, el deber de fundamenta-
ción de la sentencia se encuentra regulado en los artículos 39 y 41: 

“Artículo 39. A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasideli-
to o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de una senten-
cia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad 
concedida al indiciado para ejercitar su defensa y mediante la 
necesaria demostración de culpabilidad. … 

Artículo 41. Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar repa-
ración para las injurias o daños que hayan recibido en su perso-
na, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pron-
ta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las 
leyes.” 
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Por su parte, en el Código Procesal Penal se puede derivar de los 
siguientes artículos el deber de fundamentación de la sentencia: 

 Artículo 1º: principio de legalidad 

 Artículo 6: objetividad  

 Artículo 9: estado de inocencia 

 Artículo 142: fundamentación  

 Artículo 175 y ss: actividad procesal defectuosa 

 Artículo 184: valoración de la prueba 

 Artículo 204: deber de testificar 

 Artículo 361: deliberación y votación  

 Artículo 363 inciso b: requisitos de la sentencia 

Sección II Sana Crítica 

La decisión de un juicio que es sometido a conocimiento de la autoridad juris-
diccional o administrativa es dirimida a través de la sentencia. Para Cabanellas 
“La palabra sentencia procede del latín sintiendo, que equivale a sintiendo; 
por expresar la sentencia lo que siente u opina quien dicta. Por ella se entien-
de la decisión que legítimamente dicta el juez competente, juzgando de 
acuerdo con su opinión y según la ley o norma aplicable.” (Cabanellas, 2006, 
p.344) 

Esto es relevante por cuanto dicho acto pone fin a la contienda e impone 
obligaciones o reconoce derechos, por consiguiente, tiene fuerza vinculante 
para las partes procesales. Y es de trascendental importancia, cuando dicha 
sentencia es la solución de una controversia penal, donde el juzgador ha 
desarrollado una actividad cognoscitiva e intelectiva en el juicio llevado a ca-
bo, como manifestación del ius puniendi del Estado, en ejercicio de su poder 
de imperio.  

1. Definición 

A partir del sistema de valoración de la prueba conocido como libre convic-
ción, se ha entendido que el juez valorará la prueba sin apegarse a ninguna 
asignación de valor al material probatorio, sino que tiene libertad para valorar 
los elementos de prueba. No obstante, esta convicción no es arbitraria, sino 
que pretende que en la apreciación de las pruebas, el juez fundamente su 
decisión en criterios objetivos o en reglas estrictas en la construcción de su 
discurso. Esto es lo que se conoce como la sana crítica racional, que com-
prende tres reglas: la experiencia, el conocimiento científico y la lógica. 

Ha indicado la Sala Constitucional: 

“h) El principio de valoración razonable de la prueba: 
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El proceso penal especialmente, al menos tal como debe enten-
derse en nuestro país, excluye la libre convicción del juzgador, el 
cual tiene, por el contrario, la potestad y obligación de valorar la 
prueba recibida conforme a las reglas de la sana crítica racional, 
que reconocen su discrecionalidad pero la someten a criterios 
objetivos, por lo tanto invocables para impugnar una valoración 
arbitraria o errónea. Desde luego, la arbitrariedad o el error pue-
den darse, tanto al rechazar indebidamente elementos o posibili-
dades de convicción pertinentes, como al atribuir a las pruebas 
recibidas un contenido inexacto o al desdeñar el verdadero -
errores de hecho-, como, finalmente, al otorgarles un valor pro-
batorio del que razonablemente carecen o negarles el que razo-
nablemente tienen, como, en síntesis, al violar los principios de la 
sana crítica conducentes a una correcta determinación de la ver-
dad de los hechos relevantes del caso. En este sentido, la afirma-
ción usual de que "el juez de la causa es soberano en la aprecia-
ción y valoración de la prueba" resulta claramente violatoria del 
derecho del reo al debido proceso y, por ende, inconstitucional: 
el principio de inmediación de la prueba otorga, obviamente, una 
amplia discrecionalidad al juzgador inmediato para apreciarla y 
valorarla, pero no excluye del todo su deber de documentar el 
contenido de la prueba misma y las razones de su convicción, de 
manera que uno y otras puedan ser impugnadas por arbitraria o 
gravemente erróneas, como ocurre en el Estado de Derecho con 
toda discrecionalidad.” (Sala Constitucional, Corte Suprema de 
Justicia, Voto No.1739-92 San José, a las 11:45 horas del 1º de julio 
de 1992) 

En votos reiterados el máximo Tribunal Constitucional ha resuelto 
que la violación a las reglas de la sana crítica racional es un que-
branto del debido proceso (Votos 4700-1993, 6694-93, 2660-94, 
3842-94, 5582-94, 2147-95, 2148-95, 1010-95, 13-95, 558-97). 

Es importante resaltar que el sistema de libre valoración de la prue-
ba a través de la sana crítica racional responde a sistemas políticos 
democráticos que respetan la libertad como derecho fundamental 
de las personas y la independencia de los órganos de la administra-
ción de justicia, quienes, como contrapartida, están conminados a 
revelar las razones, motivos y fundamentos de su decisión, de una 
forma clara, lógica y diáfana (Houed, 2007, p.70).  

Para algunos autores, el sistema de libre convicción es un interme-
dio entre la prueba tasada y el sistema de íntima convicción. “… Lo 
que cambia de uno a otro (íntima convicción y libre convicción)  es el 
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grado de control sobre el razonamiento del juez. … Del primero 
(prueba legal) saca la idea de control (que se manifiesta en la exi-
gencia de fundamentación), del segundo toma la idea de libertad, 
que se materializa de reglas de tasación de la prueba y el solo so-
metimiento a los principios lógicos del raciocinio común.”  

2. Normas jurídicas 

En este apartado se citarán los artículos del Código Procesal Penal. 

El Código Procesal Penal de 1996 en los artículos 142, 184, 204, 
361.1 recoge el principio de la sana crítica racional. 

“ARTICULO 142.- Fundamentación. Las sentencias y los autos 
contendrán una fundamentación clara y precisa. En ella se ex-
presarán los razonamientos de hecho y de derecho en que se 
basan las decisiones, así como la indicación del valor otorgado a 
los medios de prueba. La simple relación de las pruebas o la 
mención de los requerimientos de las partes no reemplazará, en 
ningún caso, la fundamentación. Será insuficiente cuando se uti-
licen formularios, afirmaciones dogmáticas, frases rutinarias, la 
simple descripción de los hechos o la sola mención de los ele-
mentos de prueba. No existe fundamentación cuando se hayan 
inobservado las reglas de la sana crítica, con respecto a medios 
o elementos probatorios de valor decisivo. Los autos y las sen-
tencias sin fundamentación serán ineficaces.”  

De forma expresa el numeral citado, considera que la violación de 
las reglas de la sana crítica es un vicio de falta de fundamentación.  

“ARTICULO 184.- Valoración. El tribunal asignará el valor corres-
pondiente a cada uno de los elementos de prueba, con aplica-
ción estricta de las reglas de la sana crítica. Debe justificar y fun-
damentar, adecuadamente, las razones por las cuales les otorga 
determinado valor, con base en la apreciación conjunta y armó-
nica de toda la prueba esencial.”  

De resaltar es que, en el sistema de libre convicción, el principio de 
la sana crítica establece el deber de fundamentar la decisión, lo 
que obliga a señalar el crédito que se le da a una prueba y a otra 
no. Y la fundamentación tiene un carácter intersubjetivo, para que 
sea controlable. Así, en concordancia con el artículo 142 del mismo 
cuerpo legal, se excluye la fundamentación intuitiva, propia de un 
sistema de íntima convicción (Llobet, 2017, p.329).  

“ARTÍCULO 204.- Deber de testificar. Salvo disposición en con-
trario, toda persona tendrá la obligación de concurrir al llama-
miento judicial y de declarar la verdad de cuanto conozca y le 
sea preguntado; asimismo, no deberá ocultar hechos, circuns-
tancias ni elementos, sin perjuicio de la facultad del juez para 
valorar el testimonio, de acuerdo con las reglas de la sana crítica. …”  
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Desde la óptica del deber de fundamentación al cual se encuentra 
obligado el Juez, quien debe expresar de una forma clara, expresa y 
concordante los motivos de su decisión, a la hora de valorar el testi-
monio de los testigos y asignarle el valor según las reglas de la sana 
crítica, el juzgador no puede dejar de motivar su decisión ni funda-
mentar únicamente en la interpretación de la ley penal (Llobet, 
p.548) 

“ARTICULO 361.- Normas para la deliberación y votación El tribunal apre-
ciará las pruebas producidas durante el juicio, de un modo integral y con 
estricta aplicación de las reglas de la sana crítica. …” 

La deliberación de los jueces debe quedar plasmada en la senten-
cia, y de la cual debe deducirse con meridiana claridad que se ofre-
cen razonamientos y no meramente opiniones intuitivas en la valora-
ción del acervo probatorio. 

Sección III Reglas 

La doctrina de la sana crítica racional tradicional es seguida a partir 
del trabajo del profesor argentino Fernando De la Rúa, denominado 
El Recurso de Casación. 

1. Experiencia 

a. Concepto 

Hace referencia a que se pueden obtener reglas o principios con 
aplicación general de la experiencia práctica cotidiana 

Arroyo citando al profesor español Andrés Ibáñez, en referencia al 
concepto sobre la experiencia de Friederich Stein, señala que son: 

“… definiciones o juicios hipotéticos de contenido general desligados de los 
hechos concretos que se juzgan en el proceso, procedentes de la experien-
cia, pero independientes de los casos particulares de cuya observación se 
han inducido y que, por encima de esos casos, pretenden tener validez para 
otros nuevos.” (2002, p.91). 

En las reglas de la experiencia hay un alto grado de culturalización, por ello se 
enmarcan en el contexto social donde se desarrolla el conflicto, así estas re-
glas van a estar determinadas por las costumbres sociales e históricas deter-
minadas y que son aceptadas por la sociedad. Se entiende que las reglas de 
la experiencia han servido para solucionar conflictos del pasado, para resolver 
conflictos presentes y servirán para resolver los del futuro. Estas reglas por 
naturaleza admiten excepciones que deben ser demostradas a través de 
otros medios de prueba. 
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Llobeth, citando a Stein: 

“Desde el punto de vista lógico se deduce como requisito de las 
máximas de la experiencia, en primer lugar, el factor negativo 
consistente en que no pueden ser simples declaraciones sobre 
acontecimientos individuales, así como tampoco juicios plurales 
sobre una pluralidad de procesos, obtenida mediante recuento. 
Por lo que respecta al contenido, tienen que estar en oposición 
a las declaraciones sobre los hechos del caso concreto, pues 
deben servir en la sentencia como premisas mayores de esos 
hechos y, lógicamente, lo que conduce de un hecho a otro es 
siempre el puente del principio o regla general, del mismo mo-
do que, al revés, para la fijación de un hecho a través de conclu-
siones, no basta con juicios generales, sino que se precisan tam-
bién juicios particulares. Por lo tanto, las máximas de la expe-
riencia no son nunca juicios sensoriales: no corresponden a nin-
gún suceso concreto perceptible por los sentidos. De manera 
que no pueden nunca ser probadas por la mera comunicación 
de sensaciones.” (p.287)  

Por otra parte, no debe confundirse las reglas de la experiencia con 
el conocimiento privado que posea el juzgador. Esto por cuanto, las 
reglas de la experiencia exigen una cierta uniformidad de conoci-
miento para la generalidad de los juzgadores, lo que no permite la 
aplicación de conceptualizaciones preconcebidas o adquiridas pri-
ma facie por el que imparte justicia. 

Al respecto Gatgens (2012) expresa: 

“Para algunos autores, como Schneider, el juez debe tomar úni-
camente en cuenta lo que tenga lugar en el contexto del juicio 
oral y público. Su conocimiento privado es inutilizable. El juez 
que quiera utilizar su conocimiento privado, debe permitir ser 
interrogado como testigo. Para este autor, dentro de ese inutili-
zable conocimiento privado no cuenta, sin embargo, el conoci-
miento privado sobre algunas preguntas generales de la técni-
ca, de la ciencia o de la experiencia de vida. Todo eso no es un 
conocimiento de testigo único, individual sino un conocimiento 
que cualquiera pueda adquirir.” (p.19)  

b. Jurisprudencia 

En fallo No. 331-2015 de del 25 de agosto del 2015, el Tribunal de 
Apelación de Sentencia Penal Juvenil, indica: 

“En este razonamiento se parte de una regla de la experiencia 
implícita de acuerdo con la cual el acto de solicitar por parte de 
un joven adolescente a los padres de la novia la visita en calidad 
de novio es de una seriedad tal en nuestro medio cultural, que 
no es creíble que ese mismo joven poco después  pierda interés 
y busque una nueva relación afectiva con otra persona . La sentencia  
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no fundamenta de dónde deriva una regla de la experiencia ex-
presada en esos términos. Si es el resultado de una observación 
sociológica realizada en estricto apego a criterios científicos, o si 
en realidad es el resultado de la propia experiencia vital de la 
persona que juzga y sus preconcepciones sociales, morales, cul-
turales, etc. La resolución mucho menos se cuestiona (no hay 
ningún argumento al respecto) si lo que tiene como una "regla" 
efectivamente representa o no la conducta común entre la po-
blación adolescente. Desde este punto de vista el criterio em-
pleado se sustenta en lo que en la sociología del derecho ale-
mana se conoce como "Alltagstheorien ", o sea, "teorías de la co-
tidianidad" que se caracterizan por el hecho de que están susten-
tadas en las preconcepciones sociales vulgares de escaso rigor 
científico que tiene el Juez (véase Lautmann, Rüdiger. "Justiz - 
die stille Gewalt. Teilnehmende Beobachtung und 
entscheidungssoziologische Analyse" (Justicia: forma callada de 
poder. Observación participante y análisis sociológico de la deci-
sión). VS Verlag für Sozialwissenschaften, Springer Fachmedien 
Wiesbaden GmbH, 2011, pp. 76-78). 

Otra forma de denominar a las preconcepciones sociales vulga-
res de la cotidianidad que pueden tener los operadores jurídicos 
y con arreglo a las cuales interpretan y valoran un caso concreto 
es: "prejuicio", lo que en un sistema de valoración probatoria ba-
sado en el análisis racional de las pruebas no debería -
idealmente hablando- tener cabida.”  

El Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, en fallo 
No.2014-613 de las 9:10 horas del 18 de diciembre del 2015, rebate 
una regla de experiencia del a quo que la fundamenta en una pre-
sunción iuris tantum: 

“… no se explica suficientemente la supuesta regla de experiencia 
según la cual no se cree la versión del imputado y de su testigo 
porque, palabras más, palabras menos, “de haberse dado un 
pleito únicamente, el ofendido no habría denunciado un robo 
con posterioridad”. Dejando de lado la calidad 
de tal afirmación como para tenerla como una regla de experien-
cia (ya que no parece generalizable a otros supuestos), lo cierto 
es que la tesis defensiva subyacente es que la denuncia por robo 
tiene una motivación espuria, vindicativa, y no un sustento de 
realidad. Esa tesis debió ser aceptada o desvirtuada por caminos 
válidos, y no mediante la instauración de un axioma que poco se 
sostiene desde el punto de vista lógico, según el cual no es 
“razonable” que se denuncie por robo a alguien de quien se ha recibido  
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solamente una agresión (página 8 y página 11 de la sentencia en formato 
pdf.), cuando bien se sabe que, justamente, los ánimos vindicativos, irra-
cionales, muchas veces provocan denuncias falsas antes los Tribunales. 
Con esto no se está queriendo decir que esto sea lo sucedido en la pre-
sente causa sino, únicamente, que a nivel argumentativo, también con el 
fin de desvirtuar la tesis de defensa, se procedió de manera ilegítima al 
construir una "regla de experiencia " que en realidad no lo es. … Expuesto 
en otros términos, la regla o máxima de experiencia debe ser entendida 
como una generalización que se ha construido mediante un proceso in-
ductivo, es decir, a partir de la observación de una multiplicidad de fenó-
menos singulares que, ante determinados supuestos, se comportan 
siempre, o la mayoría de las veces, de una manera idéntica o similar. Ante 
la coincidencia de una serie de hechos en situaciones parecidas, se con-
cluye (como regla de experiencia) que un nuevo hecho, en situaciones 
similares, sucederá de la misma manera. Las reglas de experiencia se 
construyen desde el conocimiento sistematizado (reglas propias de la 
experiencia técnica de una determinada profesión, oficio, o las reglas de 
una determinada ciencia), o desde un conocimiento no sistematizado 
(producto de la experiencia colectiva, de prácticas o costumbres genera-
lizadas). Efectivamente, a partir de las reglas de experiencia el juez puede 
realizar inferencias lógicas, o emitir conclusiones, por ejemplo, acerca de 
la eficacia y contenido de información de un elemento de prueba. No 
obstante, un postulado o enunciado puede ser tenido como una regla de 
experiencia si, y solo si, se trata de una generalización que se ha construi-
do como producto de la observación o constatación (sistematizada cientí-
ficamente, o producida mediante la experiencia colectiva) de distintos 
fenómenos singulares que, ante determinados supuestos, se comportan 
siempre o la mayoría de las veces de una manera idéntica o similar. El 
cumplimiento de los anteriores requisitos es de esencial importancia para 
diferenciar una regla de experiencia de lo que en realidad no lo es, sino 
que representa (aunque veladamente) una presunción iuris tan-
tum ilegítima, con la cual se logra evadir la necesaria fundamentación 
intelectiva requerida en nuestro ordenamiento, en este caso, para desvir-
tuar la prueba de defensa. Con base en lo dicho, debe concluirse que el 
enunciado presentado en la sentencia recurrida no es realidad una regla 
de experiencia, ya que lo que se pretende es imponer la presunción de 
que “quien sufre una agresión física, nunca presentará [falsamente] una 
denuncia por un delito más grave contra quien lo agredió”, para inferir de 
esa máxima su conclusión de que los testimonios de descargo son falsos. 
Este tipo de presunciones no pueden aceptarse en nuestro ordenamien-
to jurídico porque con ellas se falsean o degradan las exigencias de fun-
damentación intelectiva vigentes. De manera que -y esto quiere enfati-
zarse- lo que se pone en evidencia por esta Cámara de Apelación son 
vicios en la argumentación jurídica en que incurrieron los jueces de juicio 
al valorar la prueba de descargo. La verificación o la falsación, la acepta-
ción o rechazo de aquellos testimonios debe realizarse por otros cami-
nos, válidos y legítimos para la fundamentación intelectiva de un fallo judi-
cial. Por lo expuesto se declara con lugar el recurso de la defensa.” 
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A manera de ejemplo de la aplicación de las reglas de la experien-
cia, en sentencia No.2009-1536 de las 15:55 horas del 11 de noviem-
bre del 2009, la Sala III de la Corte Suprema de Justicia indica: 

“Estos testimonios, necesariamente deben relacionarse con la evidencia foren-
se, específicamente la autopsia del ofendido, la cual no encuentra lesiones 
compatibles con la utilización de un objeto contundente, como lo podría ser un 
bate de béisbol de madera, en el cuerpo del ofendido, por lo que necesaria-
mente debe concluirse, que el material no era tan duro como la madera. En el 
presente caso, los Jueces parten de las máximas de la experiencia común, las 
cuales se conciben en doctrina como: “…aquellas definiciones o juicios hipotéti-
cos de contenido general, desligados de los hechos concretos que se juzgan 
en el proceso, procedentes de la experiencia, pero independiente de los casos 
particulares de cuya observación se han inducido y que por encima de esos 
casos, pretenden tener validez para otros nuevos.” (STEIN, Fredrich.  El conoci-
miento privado del juez. 2ª edición, Santa Fe de Bogotá, Colombia, Editorial Te-
mis, 1999, p.27.)  Así las cosas, las citadas reglas nos permiten inferir con claridad, 
que necesariamente, el bate utilizado era de un material diferente a la madera, 
pese a tener un color similar a esta.  De ahí que la conclusión a la que arriba el 
Tribunal en sentencia, a partir del folio 363, en cuanto a estimar que el bate tenía 
apariencia de madera, no infringe las reglas de la sana crítica racional.” 

2. Conocimiento científico 

a. Concepto 

Tradicionalmente se encuentra referida esta regla como a las de la psicología. 
Sin embargo, el surgimiento de nuevas ciencias del conocimiento ha produci-
do que esta regla ya sea menos referenciada por las de la psicología, por su 
evidente limitación, sino como las reglas del conocimiento científico.  

Es importante mencionar, que en este punto hay que tener claro que ante el 
surgimiento nuevas teorías sobre el comportamiento humano que permitan 
valorar la prueba, se exige que ese conocimiento sea consensuado en el área 
del conocimiento científico que se trate. Por ejemplo, existen postulaciones o 
estudios, sobre las teorías de la implantación mental y sobre la alienación pa-
rental, que, aun no logran un consenso científico. Así, no puede concluirse con 
exactitud que toda nueva teoría del conocimiento, es una regla válida para la 
valoración de la prueba. 

Inclusive para Rojas y Gómez (2011) la incursión del cientifismo, ha provocado 
que la aproximación a la verdad a través de la experiencia común sea cada 
vez más obsolescente y se propone la aplicación del conocimiento científico 
en la valoración de la prueba, lo que estaba reservado a la psicología. Por ello, 
las modernas tendencias, reducen a dos las reglas de la sana crítica: la lógica y 
el conocimiento científico. (p.142).  
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Entonces se incluye no solo la psicología, sino ciencias exactas o 
naturales, como la matemática, la química y la física, como también, 
ciencias sociales como la economía, la antropología o la sociología 
(Rojas, p.143). 

Así, las reglas del conocimiento científico son incorporadas al deba-
te a través de la pericia técnica. Y en este punto, debe aclararse que 
no hay incongruencia con el aforismo que el juez es peritus perito-
rum, como tampoco que va a tener que valorar la opinión de un ex-
perto y carece de los conocimientos científicos para dicha valora-
ción. Al respecto Taruffo citado por Rojas (p.144) señala: 

“Pero la paradoja solo es aparente: en realidad no se espera que el juez repita lo 
que ya hizo el perito (experimentos, investigaciones, cálculos) ni tampoco que 
compruebe el contenido de las evaluaciones que este haya formulado. La tarea 
del juez consiste en controlar la validez científica y la corrección del método que 
el perito ha aplicado, esto es, en verificar el fundamento racional y epistémico de 
lo que el perito ha hecho. El juez no debe -ni, por otra parte, podría- ocupar el 
lugar del perito, pero debe controlar la fiabilidad científica del procedimiento que 
éste ha aplicado y de los resultados que ha conseguido … .” 

b. Jurisprudencia 

De interés, referenciar aquellos fallos donde el juzgador, utiliza cri-
terios del comportamiento conductual para valorar los testimonios 
de testigos, provocando dificultades en las razones acerca de por 
qué se le da más crédito a un testigo sobre otro o sobre el impu-
tado. 

Por lo anterior, la manifestación de la testigo P,  negando que reconociera 
a alguien en la sala de debates, no mereció la credibilidad del a quo.  En 
efecto, en el fallo se analiza que dicha negación fue puramente verbal, 
porque para hacerlo la testigo “[…] se queda viendo al imputado y acto 
seguido ocurre un parpadeo más seguido y además empieza a mover 
sus manos – que hasta ese momento mantenía quietas – y vuelve su 
mirada al Tribunal para negar reconocer a alguien, evidentemente doña 
N,  tiene miedo de señalarlo pero con su conducta lo identificó plena-
mente, lo que se suma a la detención in situ del acusado […]” (Cf. folio 360 
vto.).  A la luz de los criterios doctrinales citados supra, este examen reali-
zado por el tribunal al comportamiento de la testigo A,  durante la audien-
cia, es perfectamente lícito, y permite sostener válidamente la conclusión 
de que dicha testigo, si bien por temor se negó a señalar al acusado J, 
con su conducta lo identificó plenamente como la persona que se aper-
sonó a su casa de habitación, y que mantenía contacto telefónico con los 
sujetos que en dicho país mantenían secuestrado a su hijo. En el caso del 
ofendido M, la situación es aún más clara. En sentencia se explica que 
durante el debate, esta persona claramente declaró que, estando en el 
parque de Rivas, un “carajo” lo entregó al grupo de secuestradores mani-
festando que él creía que ese sujeto era precisamente J, conocido como 
“T”.  Si  bien  durante  la  audiencia  oral,  el  ofendido  quiso aparentar  que 
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dudaba al identificar al acusado como el sujeto que formaba parte del 
grupo de secuestradores, su lenguaje corporal indicó lo contrario, toda 
vez que el señor P “[…] se queda viendo al acusado y su comportamiento 
cambia, empieza a brincarle el brazo y su rostro evidencia el tener al frente 
a alguien conocido y sólo acata a decir que  “TIENE UN AIRE DE TRIPA”. 
Tal actitud refleja que el ofendido se encuentra nervioso sobre señalarlo 
directamente y confirma que – junto con su madre- sienten temor a seña-
larlo de manera directa. Tal temor probablemente provenga de 
la  amenaza directa que se le dio al ofendido al momento de ser liberado, 
cuando se le dijo que si decía algo, lo matarían […]” (Sala III, Corte Suprema 
de Justicia, San José, voto No.2008-21 de las 8:30 horas del 18 de enero 
del 2008).  

Sobre la importancia del comportamiento gestual, como producto o 
consecuencia del principio de inmediación de la prueba, la doctrina 
dominante se opone, al considerar que conlleva una forma de fun-
damentación intuitiva, que imposibilita el control intersubjetivo de la 
sentencia, derecho reconocido por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos en el caso Mauricio Herrera contra Costa Rica. Se in-
siste que en dicha fundamentación intuitiva existe una valoración de 
la prueba a manera de corazonada, propio de un sistema de íntima 
convicción. En todo caso, es ideal la participación de un psicólogo 
experto en la materia (Llobet, p.288). 

Por su parte, también se admite la posibilidad de imposición de una 
condena con la sola declaración de un testigo, con fundamento en 
el principio de libertad en la valoración de la prueba. Tema que co-
bra especial relevancia, en los casos de delitos sexuales, donde el 
imputado normalmente se comporta al acecho, por lo que aprove-
cha la privacidad del encuentro acosador. 

“El a quo hace una valoración superficial y sesgada de la prueba, tanto testi-
monial como técnica, limitándose a referir que el acusado declaró que el acto 
sexual fue una decisión previa y consensuada ente la víctima y él, pero no 
analiza por qué motivo le cree a una parte y no a la otra. Para llegar a esta con-
clusión el juez determinó que el acto sexual sí ocurrió, sin embargo su duda 
se cimenta en que no se demostró la fuerza o violencia y, sobre todo, el con-
sentimiento o no de la ofendida. A partir de esta premisa o aseveración del a 
quo es que se debe analizar si dicha conclusión o duda es produc-
to del análisis racional de las pruebas o, por el contrario, obedece a premisas 
e ideas preconcebidas sobre la forma en que se perpetran los delitos sexua-
les.  Bajo esta tesitura, y dados los argumentos del fallo, se ve como 
el íter lógico de la sentencia  va dirigido a restarle credibilidad a la 
ofendida  y  a  concluir  que  la acción del imputado fue producto de  
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un consentimiento y aceptación de la agraviada, a pesar de que a 
lo largo de todo el proceso, y especialmente en el debate, la ofen-
dida ha sostenido que dicha acción fue contra su voluntad y conmi-
nada por el imputado mediante actos violentos. El señor juez ha 
determinado que dicha manifestación de la víctima no es creíble, 
sin embargo para llegar a esta conclusión omite detalles importan-
tes del relato y omite analizar la calidad de los testimonios vertidos 
en juicio, lo que violenta groseramente las normas de la sana crítica. 
Lo grave del fallo es fincar la duda en la supuesta inexistencia de 
prueba testimonial o material que respalde el dicho de la ofendida 
(en cuanto a la forma en que se dan los hechos) y con base en este 
mero enunciado omitir todo razonamiento valorativo de la versión 
dada por aquella. Dentro de esta misma omisión, descalifica sin ma-
yor análisis el testimonio del señor A por “ser de referencia y por lo 
tanto no presencial” (Cfr. Folio 115 vuelto) sin darle ningún valor pro-
batorio, el cual escuchado su testimonio, confirma que la agraviada 
llegó a denunciar acompañada de su novio, muy alterada, nerviosa 
y llorando. Como puede verse, el juzgador pretende exigir prueba 
“presencial” en un delito sexual, lo cual riñe con la experiencia y la 
lógica en este tipo de ilícitos, los cuales se caracterizan más bien 
por la clandestinidad. … En síntesis, la sentencia impugnada se fun-
damenta en una particular, subjetiva y sesgada apreciación de 
la prueba. Algunos de dichos argumentos son violatorios de las re-
glas de la sana crítica, como pedir prueba presencial que acredite 
el sometimiento de la víctima contra la voluntad a la ejecución del 
acto sexual.” (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil. 
Sección Segunda, Segundo Circuito Judicial de San José, No.2014-
185 de las 8:35 horas del 09 de abril de 2014)  

El Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Santa Cruz, en fallo 
No.228-2016 del 11 de octubre del 2016, realiza una doble definición 
de las reglas del conocimiento científico. Primero, cuestionando la 
discriminación por razones de género y segundo, separándose de 
la pericia de trabajo social. 

Sobre lo primero indicó: 

“Sexto: en relación a los fuertes trabajos "de peón" que relató la 
ofendida [Nombre 003] la obligaba a realizar el encartado, el tribu-
nal incurrió en contradicciones pues calificó sus manifestaciones 
de exageradas, sin embargo, no descartó la posibilidad de que ella 
en alguna medida estuviera ayudando al acusado en esos trabajos 
ni señaló concretamente que estuviera mintiendo, pues en cuanto 
a la cría de animales el tribunal refirió: "El relato de la ofendida ge-
nera duda en cuanto tiende a maximizar todas las labores que ella 
realizaba, esta testigo indica que sí habían peones, que estos ayu-
daban, que ambos (sic) personas, sea la ofendida [Nombre 003] e 
imputado [Nombre 015]  laboraban juntos, ambos mataban y desta-
zaban animales. Era una labor de cooperación, aunque era fuerte 
para un trabajo para mujer. Siempre dentro del tema de la cría de 
animales, la ofendida indico (sic) que era a gran escala, hablo   (sic)  
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de tener mil a dos mil pollos, pero de acuerdo lo descrito por los testigos re-
cién indicados, incluida Keiry Virginia Salazar Pizarro, la propiedad donde vivie-
ron ellos vivían no era tan grande como para tener la capacidad de tener tanta 
gallinas o pollos, así como igualmente tener una cantidad considerable de 
cerdos. De acuerdo a lo expuesto en el fallo, se determinó que ella magnifica-
ba sus labores, propiamente en la cantidad de animales que debía matar o 
destazar o la cantidad de sacos que tenía que cargar, no era que no lo hacía 
sino lo sobredimensionaba. Por lo que el a quo debió plantearse la posibilidad 
de que la agraviada exageraba su situación, lo que no necesariamente era 
una razón para desacreditar la versión de la ofendida. Empero el a quo tomó 
una posición discriminatoria en cuanto al género, pues sin mencionar o basar-
se en algún criterio respecto de la constitución física de la ofendida, los juzga-
dores se expresaron en la sentencia diciendo "lo relatado contiene aspectos 
que generan duda al Tribunal, en aplicación de las reglas de la lógica y la ex-
periencia, no es posible que una mujer llegue a descargar entre 300 o 400 
sacos de cal." 

Y en cuanto a la separación de la prueba pericial señaló: 

“La separación del tribunal de las conclusiones periciales en el infor-
me social de folio 47 a 52 no fue explicada concretamente por el 
tribunal, también omitió el análisis de la prueba pericial, pues no se 
refirió a las manifestaciones de Mario Eduardo García Higalgo, perito 
judicial desde hace más de 22 años en psiquiatría y psicología foren-
se en el departamento de Medicina Legal del Organismo de Investi-
gación Judicial (folio 324 vuelto), quien explicó que la ofendida 
[Nombre 003] presentaba "defensas disociativas" que no pueden 
interpretarse como falta a la verdad (folio 325), y había considerado 
el relato de [Nombre 005] como "coherente" (folio 325). Tampoco 
tomó en cuenta el tribunal la declaración de la perito en trabajo so-
cial del Poder Judicial Lucrecia Vásquez Rivera, quien indicó que en 
el hogar que formaban la ofendida [Nombre 003] y el encartado ha-
bía "ambiente de mucho temor", agresiones físicas y psicológicas, 
detectando que el hijo menor de la ofendida [Nombre 003], quien 
vivía con el acusado sentía temor de su progenitor y que pese a que 
negó ser víctima de agresión, en un momento de más confidenciali-
dad pidió hablar por teléfono con su madre manifestándole a su 
progenitora por ese medio, delante de la perito, que no quería que 
su padre se enterara de la situación, pues sentía temor de su reac-
ción (folio 327 frente y vuelto). Los amplios relatos de los peritos no 
fueron analizados por el tribunal y solo fueron mencionados para 
expresar que se separaban de sus conclusiones.” 
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3. Lógica 

a. Concepto 

Siguiendo a De la Rúa (citado por Llobet, p.286): 

“Las leyes del pensamiento son leyes a priori que,…, se presentan en nuestro 
raciocinio como necesarias, evidentes o indiscutibles cuando analizamos 
nuestros pensamientos. Estas leyes están constituidas por las leyes funda-
mentales de la coherencia, la derivación y por los principios lógicos de identi-
dad, contradicción, tercero excluido y razón suficiente.” 

La regla de la Lógica se divide en dos Principios. Primero el de 
Coherencia y segundo el de Derivación. 

b. Coherencia 

En cuanto a la coherencia se hace referencia a la concordancia del 
pensamiento y sus elementos. Se subdivide en tres subprincipios: 

i. Principio de Identidad: 

 En un juicio el concepto-sujeto es idéntico al concepto-
predicado, por lo que el juicio es necesariamente verdadero 
(Llobet, p.287). 

 Ejemplo: el 07 de agosto la víctima estaba viva = el 07 de agosto 
la víctima no había muerto. 

ii. Principio de no contradicción 

 Significa que dos afirmaciones contradictorias entre si no pue-
den ser ambas verdaderas 

 Ejemplo: el 07 de agosto la víctima estaba aun viva. La víctima 
murió el 06 de agosto. 

iii. Principio de tercero excluido 

 Entre dos proposiciones contradictorias, una es verdadera y otra 
es falsa, por lo que se excluye una tercera posibilidad. 

 Ejemplo: el 07 de agosto la víctima estaba viva o estaba muerta. 
No hay otra posibilidad. 

c. Derivación 

i. Concepto 

La regla de derivación se define que toda afirmación que se haga 
debe provenir de otras afirmaciones válidas. 

“La forma básica de razonamiento está constituida por el silogismo. Un silo-
gismo está compuesto por tres términos o conceptos básicos que se articu-
lan para conformar dos proposiciones de las que necesariamente se deriva 
una nueva proposición -la conclusión- que no está incluida en las anteriores  

30 

 

ASOCIACIÓN IBEROAMERICANA DE TRIBUNALES DE JUSTICIA FISCAL O ADMINISTRATIVA 

 

 
 
 
 

SANA CRÍTICA 
RACIONAL. 

  

 

 



 

 

y que, en esa medida, agrega un conocimiento nuevo. Una modalidad típica 
de silogismo es entonces: 

a) Premisa Mayor (general):              Todos los costarricenses son 
centroamericanos 

b) Premisa Menor (particular):         Pedro es costarricense 
c) Conclusión:            Pedro es centroamericano 

                                                                                           (Arroyo, p.64) 

De la ley de la Derivación se extra el Principio de Razón Suficiente, 
según el cual se impone al juez en la sentencia y a las partes en sus 
argumentaciones, el deber de dejar claro y expresamente cuales 
fueron las razones para llegar a sus conclusiones. A excepción de 
los principios del Derecho, que no requieren justificación. 

d. Jurisprudencia 

En la sentencia que de seguido se reseña, se advierte un cambio en 
las premisas sobre la declaración del ofendido cuando se trata de un 
menor de edad. De forma tal, que debe respetar el juzgador a la ho-
ra de su argumentación que no puede partir de una premisa que 
puede ser falsa o diferente, si se compara con la declaración que 
brinda un ofendido adulto: 

“Cuando de menores de edad se trata y especialmente cuando son víctimas de 
delitos sexuales, rigen reglas especiales para la recepción de sus declaraciones. 
Desde el mismo numeral 51 de la Constitución Política se impone el deber de 
brindar protección especial a los menores de edad. Ese extremo también se re-
gula en la Convención Sobre los Derechos del Niño, ratificada por Costa Rica por 
Ley 7184. Esta última establece en sus artículos 12 y 19 – en lo conducente - la 
obligación de escuchar a los menores durante los procesos utilizando mecanis-
mos auxiliares tales  como el acompañamiento por un adulto, psicólogo o traba-
jador social al momento de declarar. … Debe recordarse que los menores de edad 
en estos delitos, por su escasa edad, o por diversos factores tales como la puesta 
en funcionamiento de mecanismos de olvido de hechos que de por sí han sido 
traumáticos –entre otros – hacen que su versión no sea siempre la misma en to-
das las etapas del proceso. “En los delitos sexuales, especialmente cuando se 
consuman en perjuicio de menores, en la generalidad de los casos, no es posible 
exigir una ubicación espacio- temporal exacta, pues en contra  de esa pretensión 
se confabulan, no solo la propia manera en que los hechos de esa naturaleza 
entrar a formar parte de la psiquis de la víctima, siendo de importancia aspectos 
como el deseo de olvidar tales acontecimientos no solo por su naturaleza trau-
mática, sino porque los menores  no necesariamente llevan un registro fiel por 
horas y días de lo ocurrido, sobre todo cuando se trata de una sucesión de acon-
tecimientos dolorosos en su perjuicio y en que ha mediado la amenaza por parte 
del ofensor.”(Voto 2812- 98 de las 14: 48 horas del 28 de abril de 1998 líneas 18 a 32.  
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En similar sentido véase Sala Tercera Voto 252- 99 de las 9: 42 horas del 5 de 
marzo de 1999” (ver voto 139-2001 del 15 de febrero de 2009 del Tribunal de Ca-
sación Penal del II Circuito Judicial de San José)”. (Tribunal de Casación Penal de 
Cartago, No.00079 de las 14:45 horas del nueve de marzo del 2010).  

En sentencia No. 00583-2006 de las 08:40 del 16 junio del 2006 el 
Tribunal de Casación Penal de San José incurre en una premisa fal-
sa, por fundamentarse en un prejuicio para llegar a la conclusión de 
tratarse de relaciones sexuales consentidas: 

"...la ofendida era virgen para ese momento, tenía puesta su ropa, el encarta-
do inicia supuestamente con ropa y además sostenía en una de sus manos 
un cuchillo, mientras que le quitaba la ropa, le abría las piernas y la accedía 
carnalmente, lo cierto es que la descripción o versión que brinda la ofendida 
genera dudas de si era un acto consentido o de violación" (folio 89); … lo que 
genera más duda es que afirma que la primera relación sexual con el encar-
tado fue sin preservativo para que coincidiera con el embarazo y que la se-
gunda relación sexual consentida fue utilizando preservativo para que no 
coincidiera con el padre del menor" (folio 90), por lo que la supuesta ofendida 
se esfuerza para responsabilizar al encartado (folio 90) en la paternidad del 
hijo de ella, que resultó no ser del acusado según el examen de ADN … la 
menor dice que actualmente ha tenido pareja pero que no logra mantenerla 
por miedo, sin embargo (...) un mes después (...) tuvo relaciones sexuales con-
sentidas con otro hombre, lo cierto del caso es que si estuviera tan traumati-
zada, esa relación pudo no darse" (folio 90).  

Finalmente, se define el sistema de valoración de la prueba de la 
sana crítica racional como sigue: 

“… en nuestro sistema penal no puede exigirse el uso del sistema de la prueba 
legal o tasada, tal y como pareciera lo extrañan los recurrentes, sino precisamen-
te el sistema de sana crítica racional que implica una mayor libertad al tribunal en 
la valoración de la prueba, dicha actividad es una de las áreas más difíciles que 
enfrentan los juzgadores. En ellas interfieren las reglas de la lógica, la experiencia 
que contribuyen a analizar la prueba con arreglo a la razón y a un conocimiento 
experimental del caso, lo que no significa que el juez es libre de razonar a volun-
tad, discrecionalmente o arbitrariamente, pero sí debe basarse en circunstancias 
que le constan por su saber privado. A través del tiempo se han ido afianzando 
los elementos que componen la sana crítica racional a saber:  i) la lógica con sus 
principios de identidad (una cosa solo puede ser igual a sí misma); de contradic-
ción (una cosa no puede ser explicada por dos proposiciones contrarias entre sí); 
de razón suficiente (las cosas existen y son conocidas por una causa capaz de 
justificar su existencia); del tercero excluido (si una cosa únicamente puede ser 
explicada dentro de una de dos proposiciones alternativas, su causa no puede 
residir en una tercera proposición ajena a las dos precedentes) … y iv) la obligación 
de fundamentar la sentencia, rasgo que distingue a este sistema de la libre o 
íntima convicción … . De manera que el juez llamado a valorar la prueba en con-
ciencia no tiene libertad para valorar, sino que debe atenerse en su labor de sen-
tenciador necesariamente, por lo menos, a los dos primeros referentes. Si no los 
respeta se abre paso a la arbitrariedad judicial y a la incertidumbre de las partes 
que son las principales objeciones a este sistema de la sana crítica. De ahí que en 
el marco de los principios fundamentales del procedimiento es indispensable 
que  los  jueces  expliquen  y  fundamenten  sus  decisiones,  de  esta manera, se  
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evitan arbitrariedades y se permite a las partes usar adecuadamente el derecho 
de impugnación contra la sentencia, planteándole al superior las razones legales 
y jurídicas que desvirtúan los errores que condujeron al juez a su deci-
sión.” (Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, San José, No.2014-1080 de las 
19:15 horas del 10 de junio del 2014)  

Sección IV Prueba Indiciaria 

Bajo la óptica, del ya conocido principio de libertad probatorio, en el 
proceso penal es admitida la prueba indiciaria. Sobre la cual, al mo-
mento de ejecutar el ejercicio intelectivo de valoración, debe aplicar 
las reglas de la sana crítica antes descritas. 

1. Concepto 

La prueba indiciaria hace referencia a una actividad discursiva, que 
parte de un hecho o dato comprobado, a partir del cual se infiere 
una conclusión. 

Se entiende que en la prueba indiciaria no hay un elemento material, 
por cuanto, consiste en un ejercicio de inferir un argumento probato-
rio, derivado del dato probado. 

“ … (es) aquella actividad intelectual de inferencia realizada por el juzgador —
una vez finalizado el periodo de práctica de la prueba—, mediante la cual, 
partiendo de una afirmación base, (conjunto de indicios) se llega a una afirma-
ción consecuencia (hipótesis probada) distinta de la primera, a través de un 
enlace causal y lógico existente entre ambas afirmaciones, integrado por las 
máximas de experiencia y las reglas de la lógica.” (Miranda, s.a., p.4) 

Cafferata hace una interesante relación de la prueba indiciaria con la 
regla de la experiencia y considera que el indicio es un hecho o cir-
cunstancia mediante la cual se puede inferir la existencia de otro. Así 
la naturaleza de prueba del indicio surge de su relación con determi-
nada regla de experiencia, en la que el indicio es tomado como pre-
misa menor y “una enunciación basada en la experiencia común fun-
ciona como premisa mayor.” (2003a, p.338). 

El citado autor plantea el silogismo de la siguiente forma: 

“Quien roba una cosa, ordinariamente la conserva en su poder 

El imputado tenía en su poder la cosa robada 

Luego el imputado probablemente la robó.” (2003b, p.191) 
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2. Jurisprudencia 

En la sentencia 2014-135 de las 15:35 horas del 1º de abril del 2014, 
el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, definió los 
elementos de la prueba indiciaria: 

“… la prueba indiciaria está compuesta por tres elementos esenciales: A.- Un he-
cho indicador. B.- Una regla de experiencia. C.- Un indicado o hecho desconoci-
do. En la materia penal, para el análisis de la prueba indiciaria, el juez debe partir 
de un hecho conocido (el indicador) que ha sido lícitamente demostrado, con el 
fin de derivar, mediante la consideración de cierta regla de experiencia, una con-
clusión sobre un hecho desconocido. Este proceso de argumentación tiene la 
estructura de un silogismo indiciario, en el cual la regla de experiencia opera co-
mo una premisa mayor, el indicador como la premisa menor y la conclusión se 
refiere al indicado o hecho desconocido…” (en igual sentido Sala Tercera No.2003
-01050, de las 10:10 horas, del 21 de noviembre de 2003, No.2011-00781 de las 
9:42 horas del 17 de junio del 2011 

Adicionalmente la Sala III en voto No. 2016-00115 de las 13:36 horas 
del 3 de febrero del 2016 señala: 

“… tanto a nivel doctrinal, como en el ámbito jurisprudencial, se han establecido 
una serie de parámetros que se utilizan en la ponderación de prueba indiciaria, a 
fin de darle una estructura lógica al análisis correspondiente y así identificar si los 
pronunciamientos judiciales contienen argumentos válidos y sólidos que permi-
tan inferir que se ha hecho un examen adecuado del acervo probatorio, sobre 
todo cuando se compone esencialmente de indicios. En el presente asunto, es 
posible apreciar que el fallo de apelación no es consecuente con la estructura 
del silogismo lógico correspondiente al examen de material indiciario, de modo 
tal que es posible inferir que efectivamente ha omitido un estudio conglobado 
de los indicios que fueron sustento de la sentencia condenatoria en su momen-
to. Según las reglas básicas que conforman el análisis de prueba indiciaria, es 
necesario que el juzgador, de manera previa y con extrema minuciosidad, exa-
mine si los indicios están debidamente acreditados, y si conllevan a una explica-
ción unívoca sobre el hecho indicado que se pretende demostrar, pues para que 
dichos elementos indiciarios ostenten el valor de plena prueba, y por consiguien-
te, tengan la entidad para sustentar un juicio de certeza, mediante una sentencia 
condenatoria, necesariamente deben haberse descartado la existencia de otras 
posibles conclusiones que de ellos puedan derivarse.” 

Sección V Falacias 

En el siguiente apartado, se hará una exposición descriptiva de los 
tipos de falacia siguiendo el desarrollo realizado por Camacho 
(1987) y Arroyo. 

1. Definición 

Una falacia es una forma equivocada de razonar. Da la apariencia de 
un razonamiento correcto, pero es inválido. Con este tipo de argu-
mentación se induce a error al destinatario de la información. El su-
jeto afirma como correcta su proposición, pero no lo es. Es de com-
pleja detección y pasa desapercibida por la forma en que es plan-
teada. 
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2. Tipos 

a. No formales 

Son los razonamientos del lenguaje cotidiano. 

i. Falacias de atingencia 

En este tipo de falacias la conclusión parece ser válida, pues se asi-
mila a la conclusión correcta, sin embargo, no se deriva de las pre-
misas establecidas. La persona que las utiliza se aprovecha normal-
mente de algún distractor. Se dice que la conclusión es no atingen-
te, es decir no se sigue de las premisas. 

 Falacias de conclusión inatingente 

Se presentan cuando un razonamiento se orienta hacia una conclu-
sión, pero se usa para probar otra conclusión que se contextualiza 
de modo diverso. Se llama inatingente pues las premisas no se rela-
cionan con la conclusión. Ejemplo: 

P1  el crimen cometido es horrendo y debe ser castigado dura-
mente 

P2 X es sospechoso de haberlo cometido 

Conclusión: X debe ser castigado duramente 

Esta conclusión no se deriva de las premisas. Para llegar a esa con-
clusión las premisas podrían ser: 

P1  el crimen debe ser castigado duramente 

P2 Está demostrado que X es el culpable 

Conclusión: X debe ser castigado duramente 

La conclusión que se sigue de las primeras premisas sería: Si se prueba que X 
es el culpable, entonces debe ser castigado duramente. 

 Falacias personales 

Se desvían los argumentos hacia la persona o sus características 

a. Ofensiva 

Es ofensiva la que se dirige a atacar a la persona, conocida como argumento 
ad hominem 

Ejemplo: 
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Interlocutor 1:  devaluar la moneda permitiría exportar en condicio-
nes más ventajosas al  bajar los precios de los productos nacionales en el 
exterior 

Interlocutor 2: usted no sabe lo que dice, su opinión no vale la pena conside-
rarla porque usted nunca ha estudiado en ninguna universidad 

b. Circunstancial 

Se pretende que se acepte una afirmación haciendo referencia a alguna cua-
lidad o característica especial o personal -real o ficticia- de aquel o aquellos a 
quienes se dirige 

Ejemplo: 

 Conviene que la gente haga ejercicios, usted que es un atleta debe estar 
de acuerdo conmigo 

 Como usted es católico debe rechazar el aborto 

 Este Tribunal debe acoger mi tesis, por cuanto es la solución a la que lle-
garían mentes preclaras 

 Falacias de llamado al pueblo 

También denominadas ad populum, con la cual se pretende despertar pa-
siones de las multitudes 

Ejemplo: 

 El candadito presidencial que busca su apoyo a cambio de una lucha 
frontal contra la delincuencia que produce inseguridad ciudadana y la 
elevación de las penas y el recrudecimiento de la cárcel 

 Falacias de apelación o llamado a la misericordia 

Se suplica compasión 

Ejemplo: 

 El estudiante que solicita al profesor que califique su examen con bene-
volencia pues al momento de hacerlo tenía problemas familiares. 

Correcto: profesor, en el último examen obtuve una mala calificación porque 
me encontraba nervioso debido a un problema familiar. Quizá usted me pue-
da dar una nueva oportunidad cuando me sienta preparado. 

Incorrecto: profesor, en el último examen obtuve una mala calificación porque 
usted no tuvo en cuenta que me encontraba nervioso debido a un problema 
familiar. Creo que merezco una calificación más alta. 

 Falacias de apelación a la autoridad o falsa autoridad 

Se acepta la afirmación por haber sido realizada por una persona destacada 
en el campo del conocimiento. 
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Invocar la doctrina o la jurisprudencia, constituye una técnica correc-
ta para razonar cuando se vincule con la hipótesis en discusión. 

Ejemplo: 

 Como A sabe tanto, sabe de lo que habla, pues no se arriesgaría 
a comprometer su prestigio 

 Falacias de ignorancia 

Se presenta cuando una persona afirma algo, pero no lo prueba y 
exige pruebas a quien dice lo contrario. Ante la imposibilidad de de-
mostrar lo contrario por la contraparte, esto le sirve de argumento 
para sostener que lo que afirma es lo correcto. 

Ejemplo: 

 Dios existe pues nadie ha probado lo contrario 

 Como no ha demostrado que sobre ese tema existe un voto de 
la Sala Constitucional, entonces no existe tal pronunciamiento 

 Falacias de apelación a la fuerza 

Lejos de argumentar se pretende imponer el punto de vista, amena-
zando con algún tipo de represalia, si no se acepta. 

Ejemplo: 

 Madre, al hijo:  No salgas a jugar a la calle 

 Hijo:   ¿Por qué? 

 Madre:   Porque si sales, te pego 

 Falacia de petición de principio o circularidad 

Se toma como premisa la conclusión y se da por probada 

Ejemplo: 

 Los milagros no pueden suceder porque desafiarían las leyes 
naturales 

 El concepto de evolución debe ser verdadero porque no puede 
ser que tantos científicos estén equivocados 

 Falacia de causa falsa 

Se atribuye un hecho a algo que no es su causa o cuando un efecto 
se atribuye totalmente a una causa que es solo causa parcial. 
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Ejemplo: 

 La gripe no se cura tomando los remedios recomendados. Los 
remedios son paliativos. No hay cura contra la gripe. La gripe se 
acaba cuando el ciclo viral se termina. La falacia sería que la gri-
pe se curó por los remedios aconsejados. 

 Falacia de pregunta compleja 

Se induce a error cuando la pregunta formulada implica responder 
a otro cuestionamiento que no se ha realizado de manera directa 

Ejemplo: 

 ¿Cuándo dejó de pegarle a su esposa? 

 ¿Dónde ocultó los bienes que sustrajo? 

ii. Falacias de ambigüedad 

En las anteriores falacias, acontecía algún mecanismo sicológico de 
distracción. En las de ambigüedad hay alguna característica del len-
guaje que permite la apariencia de ambigüedad. 

 Falacia de equívoco 

Se presenta cuando un término tiene más de un significado y se 
ocultan los demás 

Ejemplo: 

 La muerte es un asunto de extrema gravedad. La gravedad evita 
que nos caigamos de la Tierra. La muerte es lo que evita que 
nos caigamos. 

 Falacia de anfibología 

Se combinan frases que permiten interpretarlas de varias formas 

Ejemplo: 

 Se venden sombreros para niños de paja 

 Falacia de énfasis 

Son aquellas donde se recalca una parte de la proposición con el fin 
de inducir una conclusión errónea 

Ejemplo: 

 VACA TUVO A UN NIÑO. Vaca tuvo a un niño subido en un árbol 
por más de 3 horas. 

 Falacia de composición 

Es aquella donde una característica de un miembro del grupo se 
traslada a todo el conjunto del grupo. 
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Ejemplo: 

 Indivisibilidad del testimonio: cuando una persona miente sobre 
un aspecto de la declaración se pretende que el resto de la de-
claración no merezca ser creíble 

 Falacia de división  

Se atribuye a los miembros del conjunto una afirmación que solo es 
válida para el grupo 

Ejemplo: 

 Que una película sea buena no significa que sus actores y actri-
ces sean buenos. 

b. Formales  

Estas se encuentran en razonamiento previamente estructurados y 
en apariencia son razonamientos formulados de forma precisa. 

CONCLUSIONES 

 La aplicación de las reglas de la sana crítica racional, responden 
al apego al principio constitucional y convencional del debido 
proceso, que establece dentro de los derechos fundamentales, 
el derecho a la sentencia justa. 

 La superación de los anteriores sistemas de valoración de la 
prueba (tasada, íntima convicción) a la valoración libre y a través 
de las reglas de la sana crítica racional, obliga al juzgador y a las 
partes en sus argumentaciones, a tener un uso correcto del len-
guaje. 

 Los postulados teóricos de la sana crítica racional son loables, sin 
embargo, se requiere de una ardua preparación de los exégetas 
del derecho. 

 En esa labor de aplicación de las reglas de la sana crítica, ha sido 
constante la demostración de inidoneidad del juzgador, al ante-
poner el conocimiento privado que posee y los prejuicios de gé-
nero en la valoración de la prueba. 

 Deben revisarse los programas de estudio de las universidades, 
para tomar en serio la argumentación jurídica y la fundamenta-
ción lógica de las sentencias. 
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Es un hecho generalmente conocido que dentro de las exigencias 
en el desarrollo de alguna actividad artística, se encuentra que la 
misma refleje cierto grado de creatividad o imaginación, a fin que el 
resultado sea novedoso o distinto frente a otras de la misma natura-
leza.  

Dentro de las actividades artísticas encontramos a la literatura, don-
de los autores al iniciar la creación de una obra, se enfrentan con el 
empleo, generalmente de manera inconsciente, de expresiones que 
a fuerza de circular innumerables veces en los conglomerados so-
ciales, han terminado configurando un repertorio lingüístico colecti-
vo, que todos usan de manera casi automática1, lo que se conoce 
como lugares comunes. 

Así, existen expresiones como: con el corazón en la mano, mar de 
dudas, mirada sospechosa, sonrisa seductora, suave brisa o silencio 
sepulcral, que aunque en algún momento resultaron novedosas, se 
han vuelto lugares comunes que ponen de manifiesto la falta de 
ideas propias de quien recurre a ellas. 

Pero, ¿acaso la presencia de lugares comunes resulta exclusiva en 
actividades artísticas como la literatura? La respuesta es no; y preci-
samente en el presente artículo, analizaremos como dentro del jui-
cio contencioso administrativo federal, el uso de la negativa lisa y 
llana, se ha vuelto un lugar común ante su recurrente invocación sin 
atender, en la mayoría de las ocasiones, a su finalidad y sus implica-
ciones en el citado juicio. 

LA FINALIDAD DE LA NEGATIVA LISA Y LLANA EN EL JUICIO CON-
TENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

El juicio contencioso administrativo federal, instaurado ante el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, constituye una vía para con-
trovertir los actos de la Administración Pública Federal que afectan 
los intereses jurídicos de los gobernados, y excepcionalmente, de la 
propia Administración Pública Federal; al efecto, se debe formular la 
demanda donde, entre otros requisitos, se expresen los hechos y los 
conceptos de impugnación, a fin de evidenciar la ilegalidad de tales 
actos. 
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En relación con ello, es pertinente recordar que la Tercera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la Jurisprudencia 
con número de registro 394128, de rubro CONCEPTOS DE VIOLA-
CIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR, 
donde estableció que los conceptos de violación debían ser un ver-
dadero silogismo.   

Posteriormente, mediante la Jurisprudencia P./J. 68/2000 de rubro 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA 
CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS 
LA CAUSA DE PEDIR, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación se apartó del criterio establecido por la Tercera Sala, indi-
cando que bastaba con que en la demanda se externaran todos los 
razonamientos donde se expresara con claridad la causa de pedir. 

Asimismo, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción emitió la Jurisprudencia 1a./J. 81/2002 de rubro CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDEN-
CIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, 
ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMI-
TEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO don-
de señaló, que expresar la causa de pedir, de manera alguna impli-
ca que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirma-
ciones sin sustento o fundamento; pues es obvio, que a ellos co-
rresponde exponer razonadamente porqué estiman inconstitucio-
nales o ilegales los actos que reclaman o recurren. 

Trayendo los criterios aludidos al juicio contencioso administrativo 
federal, en la demanda, el promovente se encuentra constreñido a 
formular los conceptos de impugnación que constituyan verdade-
ros razonamientos, donde explique, a través de la confrontación de 
los hechos probados frente a la norma aplicable, porqué o cómo el 
acto impugnado se aparta del derecho. 

Al respecto, la facilidad que existe en demostrar el aserto positivo, 
pone a cargo de quien lo formula la exigencia de acreditarlo, pues 
en ese caso, cuenta con pruebas directas.  En contraposición, cuan-
do el aserto es negativo, ello conlleva una mayor dificultad de acre-
ditarlo para quien lo manifiesta, pues necesariamente se tiene que 
recurrir a pruebas indirectas. 

Por ende, la finalidad de la negativa lisa y llana es eximir a quien la 
invoca, de la carga probatoria sobre los hechos negativos, dada la 
dificultad que ello implica. 

LA CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINIS-
TRATIVO FEDERAL. 

Como en cualquier procedimiento judicial, en el juicio contencioso 
administrativo federal existen partes que intervienen y atendiendo al 
rol que desempeñan cada una de ella, surge la carga de la prueba. 
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Ahora bien, en razón de la presunción de legalidad de la que gozan 
las resoluciones administrativas, en el juicio contencioso administra-
tivo federal, la carga de la prueba, por regla general, corresponde a 
la parte demandante. En consecuencia, el Tribunal Federal de Justi-
cia Administrativa se encuentra constreñido a valorar si con los me-
dios probatorios aportados por dicha parte, se logra desvirtuar la 
presunción de legalidad con que cuenta el acto impugnado. 

REVERSIÓN DE LA CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO CONTEN-
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

Aun cuando existe la regla general referida, también existe un su-
puesto de excepción a la misma, pues la carga de la prueba se re-
vierte a la parte demandada, cuando la parte actora niegue lisa y lla-
namente los hechos que motiven el acto impugnado; a menos, que 
la negativa de la actora implique la afirmación de otro hecho. 

Lo anterior hace patente que la figura de la negativa lisa y llana tiene 
una válida finalidad, consistente en buscar el equilibrio procesal en-
tre las partes, imponiendo o relevando de las cargas probatorias que 
tengan en el juicio, pero atendiendo a criterios objetivos de confor-
midad con las posiciones que vayan formulando durante el desarro-
llo del juicio. 

Atendiendo a la relevancia que adquiere la referida figura y a su fre-
cuente empleo en el juicio contencioso administrativo federal, surge 
la siguiente interrogante: ¿por qué se considera que la negativa lisa 
llana se ha convertido en un lugar común en el juicio contencioso 
administrativo federal? 

LA NEGATIVA LISA Y LLANA COMO LUGAR COMÚN EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.  

El Diccionario de la Real Academia Española define lugar común a la 
expresión trivial, o ya muy empleada en caso análogo.2  La referen-
cia al lugar común se encuentra frecuentemente en el ámbito de la 
literatura, donde se usan muletillas que reducen la capacidad de ex-
presar y hacen patente la falta de ideas propias. 

Así, estamos en presencia de un lugar común cuando la frase, ex-
presión o idea debido a su frecuente uso, se ha vuelto trivial o se ha 
desgastado, perdiendo significado.3 
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2.. Consultable en la página web: https://dle.rae.es/lugar#7zkvRh4. 
3. Consultable en la página web: https://www.significados.com/lugar-comun/#:~:text=Un%20lugar%
20com%C3%BAn%20es%20una,se%20ha%20desgastado%2C%20perdiendo%20significaci%C3%
B3n.&text=Sin%C3%B3nimos%20de%20lugar%20com%C3%BAn%2C%20en,Vea%20tambi%C3%A9n%
20Trivial. 



 

 

En la retórica, el lugar común se erige como un principio general 
que se emplea para la argumentación en un discurso4; es decir, un 
argumento utilizado por el orador para lograr que todos coincidan 
con él y le otorguen la razón, a pesar que al ser tan reiterado o fre-
cuente, el mismo ya ha perdido su efecto y se ha convertido en una 
mera frase. 

Ahora bien, la problemática que entraña el empleo de un lugar co-
mún es que, a través de él, se apela a la simplificación, mediante 
meras frases o manifestaciones que suenan verdaderas, aunque 
puedan no serlo, y acaban por convertirse en principios generales, 
vacíos de sentido.  Así, una expresión que se torne un lugar común, 
puede materializarse como una herramienta demagógica para en-
gañar sobre la verdad de los hechos. 

Al respecto, en el juicio contencioso administrativo federal, la invo-
cación de la negativa lisa y llana por parte de los demandantes, se 
ha vuelto un lugar común, con la intención, en muchos casos, de 
evitar realizar mayores razonamientos para desvirtuar la legalidad 
de los actos impugnados, con el único objetivo de logra la reversión 
de la carga probatoria a la contraparte. 

Lo anterior se hace transparenta porque de una búsqueda en el Se-
manario Judicial de la Federación, se advierte la existencia de 49 
tesis relativas a la negativa lisa y llana en un lapso de 26 años y, 7 
de ellas corresponden a criterios en materia administrativa, donde 
el Poder Judicial de la Federación ha analizado precisamente su-
puestos donde, a pesar de haberse invocado la negativa lisa y llana, 
ello no implicaba realmente la reversión legal de la carga de la 
prueba a la contraria, como se aprecia a continuación: 
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4.. Consultable en la página web: https://dle.rae.es/lugar#7zkvRh4   

Número 
de Registro 

Determinación 

180174 Si el IMSS exhibe los avisos de afiliación de los trabajado-
res presentados por el patrón, el demandante no puede 
pretender revertir la carga de la prueba invocando la nega-
tiva lisa y llana en cuanto a su presentación, pues en ese 
caso, corresponde a la actora controvertir la falsedad o 
inexactitud de los avisos exhibidos. 

201529 Si el IMSS exhibe los avisos de afiliación de los trabajado-
res firmados por el patrón, el demandante no puede negar 
la relación laboral porque las firmas no son suyas o de su 
representante legal, pues en ese caso, la carga de la prue-
ba es del actor, debe demostrar que los avisos son falsos. 



 

 

En tal virtud, se procede a cuestionar: ¿qué implicaciones tiene que 
la negativa lisa y llana se haya convertido en un lugar común en el 
juicio contencioso administrativo federal? 
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Número de 
Registro 

Determinación 

212750 Si el IMSS exhibe los avisos de afiliación de los trabajadores 
firmados por el patrón, el demandante no puede negar la 
relación laboral porque las firmas no son suyas o de su re-
presentante legal, pues en ese caso, la carga de la prueba es 
del actor, quien debe demostrar que los avisos son falsos. 

2001893 Si la quejosa demuestra que ha presentado un padecimien-
to de salud y atribuye a la institución de salud pública la ne-
gativa de otorgarle las incapacidades y medicamente nece-
sarios, la autoridad no puede solamente negar la existencia 
del acto para revertir la carga probatoria, pues no se trata de 
una negativa lisa y llana sino que conlleva implícito un hecho 
positivo consistente en la prestación adecuada y eficiente del 
servicio médico. 

2006269 Es insuficiente que el actor en el juicio contencioso adminis-
trativo, se limite a negar lisa y llanamente que cuente con un 
número patronal de identificación electrónica o que haya 
realizado movimiento afiliatorio alguno, si el IMSS exhibe los 
estados de cuenta individuales, pues en ese caso, la negativa 
de la relación laboral y de la afiliación, implícitamente con-
lleva la afirmación que los documentos aportados son falsos 
o inexactos y; por ende, la obligación del actor de acreditar 
ello. 

2006270 Los estados de cuenta individuales por el IMSS acreditan 
que el patrón realizó trámites para obtener una firma electró-
nica y; por ende, la actora no puede solamente negar lisa y 
llana haber realizado los trámites sino que también debe 
desacreditar los datos contenidos en aquellos. 

2007895 No puede considerarse que existe una negativa lisa y llana, 
cuando en la demanda se expresa una negativa simple de 
hechos y ello se contradice con los anexos de la demanda 
donde se externan argumentos tendentes a evidencia la 
ilegalidad de la resolución; por ende, arrojarse la carga pro-
batoria a la autoridad demandada sería indebido y desnatu-
ralizaría la esencia del artículo 42 de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo. 



 

 

IMPLICACIONES RESPECTO A QUE LA NEGATIVA LISA Y LLANA SE 
HAYA VUELTO UN LUGAR COMÚN EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

El hecho que la invocación de la negativa lisa y llana se haya vuelto 
un lugar común en el juicio contencioso administrativo federal, ha 
traído como consecuencia el mal manejo de la figura y el demérito 
de la misma. 

En efecto, la recurrente alusión a la figura por las demandantes se 
ha vuelto en muchos casos perniciosa, pues se ha utilizado con la 
intención de evitar realizar mayores razonamientos para desvirtuar 
la legalidad de los actos impugnados y con la falsa apreciación que 
la mera negativa de los hechos o motivos que sustentan el acto re-
clamado, revertirá automáticamente la carga probatoria a la parte 
demandada. 

Peor aún, existen Juzgadores quienes al advertir la manifestación 
de la negativa lisa y llana formulada por los demandantes, conside-
ran en automático revertida la carga de la prueba a la autoridad de-
mandada; sin analizar, si tal manifestación efectivamente correspon-
de a la negativa lisa y llana, lo que también se traduce en una con-
ducta perniciosa y evidentemente ilegal 

Efectivamente, señalar que la demandante ha negado lisa y llana-
mente los hechos, se ha convertido en una muletilla para algunos 
Juzgadores quienes, en atención a esa simple manifestación, evitan 
analizar sobre las aseveraciones vertidas en la demanda y en las 
pruebas que la acompañan, revirtiendo automáticamente la carga 
de la prueba a la parte demandada, lo que implica el rompimiento 
del equilibrio procesal en perjuicio de esta última. 

Ello también se traduce en una omisión de los Juzgadores de asu-
mir la responsabilidad legal de desentrañar la naturaleza de la ne-
gativa lisa y llana formulada, a fin de determinar en todo su contex-
to, el alcance que tiene la misma y; por ende, si resulta suficiente 
para revertir la carga probatoria de quien la invoca. 

En tales circunstancias, los Juzgadores están obligados a deben 
realizar una operación formal de razonamiento que les permita des-
entrañar los alcances de la negativa y la califiquen de tal manera, 
que determinen adecuadamente en cuál de las partes recae la car-
ga de la prueba en cuanto al hecho controvertido, para lo cual pue-
de señalarse que: 

 Se estará en presencia de una negativa lisa y llana, cuando 
el demandante se limita a negar los hechos y motivos que 
sustentan el acto impugnado, siempre y cuanto tal negación 
no implique la afirmación de algún hecho y; por ende, no le 
es exigible el ofrecimiento de probanza alguna. A manera de 
ejemplo,  están  aquellos  casos donde el demandante niega 
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lisa y llanamente que se le haya notificado la resolución impug-
nada, caso en el cual, dicha negativa no implica alguna afirma-
ción opuesta y; por ello, es posible revertir la carga de la prue-
ba a la demandada, quien tiene en su poder las constancias 
para acreditar la legal notificación de la resolución combatida. 

 Se estará en presencia de una negativa simple, cuando el de-
mandante niega los hechos y motivos en que se sustenta el 
acto impugnado, pero dicha negativa contiene implícita una 
proposición afirmativa.  A manera de ejemplo, se tienen los ca-
sos donde el demandante aduce que no omitió registrar los 
depósitos bancarios observados por la autoridad, caso en el 
cual, dicha negativa implica la afirmación que los depósitos 
bancarios sí fueron registrados y; por ende, corresponde a la 
demandante acreditar el adecuado registro de los mismos en 
su contabilidad.  

Lo anterior, pues solo de esta manera, se estará salvaguardando el 
equilibrio procesal y las defensas de cada una de las partes, evitan-
do con ello la degradación de la eficacia de dicha figura y la finalidad 
que ésta persigue.  
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